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El trabajo aborda la convivencia ciudadana desde la vertiente sancionatoria del derecho 
de policía colombiano. Su punto inicial de referencia es la teoría general del derecho de 
policía y del derecho policivo contravencional, en donde enfoques que recurren a principios 
del derecho penal y del derecho administrativo han intentado explicar los rasgos que 
definen la potestad sancionatoria a nivel de la Administración y su aplicación en el ámbito 
policivo. Posteriormente, y en la medida en que se asume desde nuestra la hipótesis que 
las contravenciones de policía y las llamadas “medidas correctivas y comportamientos 
contrarios a la convivencia” responden a una dinámica sancionatoria, se analizan criterios 
doctrinales y jurisprudenciales colombianos y de derecho comparado (España), que 
contribuyen a reflexionar si la convivencia ciudadana puede ser regulada a través de una 
normatividad de raigambre sancionatorio, pese a que el derecho de policía opera mediante 
herramientas administrativas no sancionadoras para llevar a cabo sus cometidos, como lo 
son los medios de policía y los actos administrativos. Por último, se concluye que, dado 
que el objeto del derecho policivo es el de garantizar el orden público, no resulta 
procedente que a través de un derecho contravencional sancionatorio de policía se regule 
la convivencia ciudadana, ya que en últimas la convivencia ciudadana se garantiza pero 
indirectamente al protegerse el orden público, sirviendo la herramienta sancionatoria para 
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This research work presents the citizen coexistence from the sanctioning aspect of 
Colombian police law. Its initial point of reference is the general theory of police law and 
contraventional police law, where approaches that appeal to principles of criminal law and 
administrative law have tried to explain the features that define the sanctioning power at 
the level of the Administration and its application in the police field. Subsequently, and to 
the extent that it is assumed from our hypothesis that the police contraventions and the so-
called “corrective measures and behaviors contrary to coexistence” respond to a 
sanctioning dynamic, Colombian doctrinal and jurisprudential criteria and comparative law 
are analyzed (Spain), which contribute to reflecting on whether citizen coexistence can be 
regulated through sanctioning regulations, despite the fact that police law operates through 
non-sanctioning administrative tools to do its tasks, such as police media and 
administrative acts. Finally, it is concluded that, given that the purpose of the police law is 
to guarantee public order, it is not appropriate that, through a contraventional law of police 
sanctions, citizen coexistence be regulated, since in the end citizen coexistence is 
guaranteed but indirectly by protecting public order, serving the sanctioning tool for the 
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En el contexto colombiano, es recurrente que a través de los medios masivos de 
comunicación, así como en el diálogo cotidiano social, se haga referencia constante –y no 
sin generar preocupación y malestar dentro de los habitantes– a toda una serie de 
acontecimientos y problemáticas sociales que, relacionados por regla general con 
aspectos propios de la convivencia ciudadana, derivan en situaciones lamentables de 
intolerancia, violencia, indiferencia, segregación, vulneración de derechos humanos, 
desconocimiento del ordenamiento jurídico, corrupción, falta de legitimidad de las 
autoridades públicas, entre otros, afectando con ello la tranquilidad de las personas y su 
calidad de vida. 
 
Edificios que colapsan por fallos estructurales; explosiones causadas por la existencia de 
fábricas o depósitos de elementos peligrosos (químicos, polvorerías); el hurto de celulares; 
los colados en los sistemas de transporte masivo; el indebido uso y aprovechamiento del 
espacio público (vendedores ambulantes y estacionarios); tragedias humanas generadas 
por deterioros ambientales (avalanchas, desbordamiento de ríos, inundaciones); el 
desarrollo de actividades con un alto impacto social negativo (casas de lenocinio, bares, 
tabernas); la invasión de predios y  urbanizaciones ilegales; disturbios y alteración del 
orden público causados en el marco de reuniones y manifestaciones públicas; la minería 
ilegal; el maltrato animal; la tenencia de mascotas peligrosas (perros de ciertas razas que 
pueden atentar contra la vida e integridad de las personas); son estos apenas algunos 
ejemplos de situaciones habituales en nuestro país, respecto de las cuales las autoridades 
y los gobiernos a nivel nacional y local, en cumplimiento de sus atribuciones 
constitucionales y legales, intentan solucionar y conjurar a través de mecanismos 
normativos. 
 
En el marco de tales acontecimientos, surge en el panorama legislativo, la Ley 1801 del 
29 de julio de 2016, denominada “Código Nacional de Policía”, como instrumento con el 
que se pretende hacerle frente a muchas de las problemáticas sociales como las 
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mencionadas, y con el ánimo de constituirse en una “evolución” y/o superación en relación 
con el anterior estatuto de policía (el Decreto 1355 del 4 de agosto de 1970, “por el cual se 
dictan normas sobre policía”). 
 
El nuevo Código Nacional de Policía acentúa el carácter contravencional de la regulación 
de ciertos comportamientos, al incrementar –en comparación con el Decreto 1355 de 
1970– el número de supuestos de hecho contravencionales, los cuales para efectos del 
derecho de policía denomina ahora “comportamientos contrarios a la convivencia” –
siguiendo la tendencia moderna de los códigos de policía colombianos del orden 
departamental y distrital (como es el caso, verbi gratia, del Código de Policía de Bogotá, 
Acuerdo No. 079 del 20 de enero de 2003, y el Código de Convivencia Ciudadana para el 
Departamento de Antioquia, Ordenanza No. 018 de 2002, y de otros compilados 
normativos de policía que históricamente han existido en nuestro medio y que en la 
actualidad se fundamentan en la facultad conferida constitucionalmente a los 
departamentos y al Distrito Capital para expedir códigos de policía)–, y a los que se les 
aplica como consecuencia jurídica unas “medidas correctivas”, las cuales, en principio y 
según lo dispuesto en el parágrafo primero del artículo 172 de la Ley 1801 de 2016, “no 
tienen carácter sancionatorio”. Asimismo, se propone compilar en un único estatuto todas 
las normas contravencionales de policía, evitando así la existencia de dispersas leyes y 
reglamentos con carácter de policía, como sucedía antes de su expedición. 
 
Dicho modelo contravencional tiene como referente conceptual, objeto de regulación, la 
noción de “convivencia ciudadana”, a cuya garantía apuntan las normas de policía junto 
con el orden público y sus elementos, éstos últimos definidos en la teoría clásica del 
derecho de policía como las condiciones de seguridad, tranquilidad y salubridad –entre 
otras– que permiten el ejercicio de los derechos y libertades ciudadanas. 
 
Aunque los códigos de policía departamentales y distrital de policía no definen qué debe 
entenderse por convivencia ciudadana, la Ley 1801 de 2006 lo hace en su artículo 5º, 
señalando que “se entiende por convivencia, la interacción pacífica, respetuosa y armónica 





Comoquiera que los actuales estatutos de policía pretenden regular la convivencia 
ciudadana a través del derecho sancionatorio de policía, la inquietud que orienta el 
desarrollo del presente trabajo se centra en analizar si el concepto de convivencia 
ciudadana, al que recurren los códigos mencionados para definir y precisar su objeto, 
puede o no ser materia de regulación a través de normas de policía con contenido 
contravencional, teniendo en cuenta que, en principio, la teoría del derecho de policía 
justifica la existencia de este apartado del derecho administrativo en el concepto de orden 
público y el deber de velar y propender por su mantenimiento, así como por su 
restablecimiento cuando haya sido alterado o perturbado. 
 
Si bien es cierto la Constitución Política de Colombia consagra la convivencia como 
principio y valor constitucional, considerándola -además- como uno de los fines del Estado, 
también lo es que nuestra Norma Superior no asigna competencia expresa ni al legislador 
ni al ejecutivo, para que a través de facultades ordinarias o mediante el uso del poder de 
policía, definan un régimen de derecho sancionatorio de policía en relación con la 
convivencia ciudadana. 
 
Frente al marco de referencia de nuestro actual derecho de policía, el presente trabajo final 
de maestría se propone, entonces, determinar si en el contexto del ordenamiento jurídico 
colombiano resulta válida la existencia de un derecho sancionatorio de policía para 
asegurar y garantizar la convivencia ciudadana, a partir de los principios, valores y 
derechos constitucionales, y desde la organización del Estado y el régimen general de 
atribuciones y competencias definido asimismo en nuestra Carta Política. 
 
En ese orden de ideas, la pregunta de investigación que orientará el presente trabajo es la 
siguiente: 
 
¿Resulta válida, desde los principios, valores, derechos y organización del Estado 
definidos en la Constitución Política de Colombia de 1991, la existencia de un derecho 
sancionatorio de policía orientado a la regulación de la convivencia ciudadana mediante 
un régimen de contravenciones y la aplicación de medidas correctivas? 
 
Nuestra hipótesis parte del presupuesto de que en Colombia, tanto el órgano legislativo 
como las asambleas departamentales y el Concejo Distrital de Bogotá, D.C., han expedido 
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una serie de normas jurídicas que tienen como finalidad la sanción o corrección –desde la 
lógica del derecho de policía– de ciertos comportamientos humanos, por considerarse que 
atentan contra el orden público y/o la convivencia ciudadana, asignándoles una 
consecuencia, denominada “medida correctiva”. 
 
No obstante lo anterior, el presente trabajo considera que la normativa de policía en 
Colombia, en aquellas disposiciones que se orientan a regular la convivencia ciudadana a 
través de un régimen de contravenciones y de comportamientos contrarios a la 
convivencia, no responde a los principios, valores, derechos y organización del Estado 
definidos en la Constitución Política de Colombia.  
 
En primer lugar, porque el objeto del derecho de policía desde la Carta Política es el 
mantenimiento y restablecimiento del orden público, a través de mecanismos no 
sancionatorios previstos en la ley para su cumplimiento, y porque el poder de policía no 
conlleva una potestad sancionatoria más allá de la estrictamente necesaria para asegurar 
el cumplimiento de su objeto, el cual se refiere al mantenimiento y restablecimiento del 
orden público. Desde ese punto de vista, la finalidad de la potestad de policía es restrictiva 
y limitativa, e incluso represora, más no sancionatoria, la cual, en términos generales, se 
ha concebido como un instrumento de apoyo que le facilita al Estado cumplir con sus 
atribuciones y competencias constitucionales y legales, mas no como un fin en sí mismo. 
 
En segundo lugar, porque la potestad para definir comportamientos reprochables (delitos) 
y sanciones en Colombia corresponde al legislador, pero a través del ejercicio de la 
potestad punitiva, la cual goza de una naturaleza distinta a la de la potestad de policía. En 
ese orden de ideas, se considera que el actual derecho contravencional de policía en 
Colombia es un apartado del derecho penal, cuyo conocimiento –en su momento y por 
razones históricas, sociales y políticas–, se atribuyó a las autoridades de policía y, además, 
como parte de la estrategia institucional para el ejercicio del control social.  
 
Y, por último, porque la convivencia ciudadana es un aspecto de la vida que en efecto 
puede ser objeto de regulación, pero no dentro de la lógica del derecho de policía ni del 
derecho sancionatorio, sino en el marco de la teoría general del derecho administrativo. 
En ese orden de ideas, el objetivo general del presente trabajo es el de analizar si el 
fenómeno de la convivencia ciudadana puede ser objeto de regulación a través de un 
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derecho sancionatorio de policía, a partir de los principios, valores, derechos y 
organización del Estado consagrados en la actual Constitución Política de Colombia. A su 
turno, los objetivos específicos son los siguientes: 
 
Establecer, según la doctrina y la jurisprudencia de nuestro país, qué es el derecho de 
policía, cuáles son sus rasgos y notas características, y principalmente su objeto; qué es 
el poder o potestad de policía, la noción de orden público, el concepto de derecho 
contravencional y qué se entiende por convivencia ciudadana. 
 
Analizar, desde la Constitución Política de Colombia, cuál es el sustento de la potestad de 
policía y del orden público como su objeto por excelencia; qué entidades o autoridades 
dentro de la estructura del Estado colombiano deben contar con el poder de policía y cuál 
es su sentido, alcance y límites. 
 
Determinar si a partir del contenido de la Constitución, la potestad de policía tiene el 
alcance de regular la convivencia ciudadana, mediante el establecimiento de un régimen 
sancionatorio de tipo contravencional. 
 
La metodología que se empleará en el desarrollo del trabajo es de tipo analítico conceptual, 
con lo que se pretende verificar si los más actuales conceptos y criterios de la justicia 
constitucional y de la doctrina del derecho público en materia de derecho administrativo 
sancionatorio resultan aplicables y pertinentes a la vertiente sancionatorio policiva en 
materia de convivencia ciudadana, para lo cual se consultarán y estudiarán los principales 
libros de doctrina existentes sobre estas temáticas y la jurisprudencia constitucional, a 
través de las principales bibliotecas de la ciudad y de las bases de datos de las Altas 
Cortes. 
 
En ese orden de ideas, el trabajo seguirá el siguiente itinerario: en un primer capítulo, 
veremos lo que en la doctrina y la jurisprudencia de nuestro país se ha venido entendiendo 
como derecho de policía, es decir, sus principales teorías y elementos constitutivos y 
característicos, así como su enfoque contravencional, y la importancia de la convivencia 




En un segundo capítulo, analizaremos las distintas teorías y criterios jurídicos que, en el 
marco de un Estado Social de Derecho como el colombiano, definen el debido proceso 
administrativo en materia sancionatoria, así como la especificidad, objetivos y finalidades 
del derecho de policía, y su relación con la teoría general del derecho administrativo en lo 
que tiene que ver con la reglamentación de las leyes como potestad normativa, el acto 
administrativo como paradigma de las decisiones de la Administración y su cumplimiento;  
Y, en un tercer y último capítulo, haremos nuestras consideraciones y conclusiones 
personales respecto del problema planteado, es decir, si la convivencia ciudadana en sí 




   
 
1. Capítulo 1.- El derecho de policía en 
Colombia, contravenciones y convivencia 
ciudadana  
1.1 Concepto y finalidad del derecho de policía 
1.1.1 Régimen de Policía 
Señala Malagón (2007) que la primera vez que se utilizó el término “policía” fue “en 
Alemania en el cuatrocientos; que, de allí, se extendió a Francia, apareciendo por primera 
vez en las Ordenanzas Reales de 1403, en donde existen referencias a la “police et bon 
gouvernement” de París. Agrega que en otras ordenanzas de 1495, referentes a la Cámara 
de Cuentas, se dice lo siguiente: “la conduite et police de la chose publique de nostre 
royaume” (Malagón, 2007, p. 153, citando a Mestre). 
 
De otro lado, para Illera & Guardela (2010), “los conceptos de función policiva y derecho 
policivo han evolucionado en el tiempo. El derecho policivo se puede definir como el 
conjunto de normas que regulan las actividades, los medios y los procedimientos de 
policía, para favorecer el ejercicio de los derechos y libertades de las personas en pro de 
la convivencia pacífica” (Illera & Guardela, 2010, p. 1). 
 
Con el fin de entender la naturaleza y significado del derecho de policía, la doctrina 
colombiana, en cabeza de Miguel Antonio Lleras Pizarro, hace uso del concepto de 
“régimen de policía”, como distinto al régimen de hecho y el régimen de derecho. 
 
Se entiende por régimen de hecho, “la organización de los pueblos primitivos, ajena al 
sometimiento de ciertas normas de conducta obligatorias para todas las personas, dictadas 
con el fin de garantizar la armonía social” (Lleras, 1943, p.1). 
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En oposición a lo anterior, expone que el régimen de derecho “es aquel en el cual los 
ciudadanos deben obedecer normas de conducta que indican sus obligaciones y 
consagran sus derechos y garantías, pero sometidos solamente a la eventualidad de 
soportar una sanción cuando violen esas normas, ya en perjuicio social, ora en el de los 
demás individuos” (Lleras, 1943, p.1). 
 
Ahora bien, el régimen de policía, definido por Lleras Pizarro a partir de una sentencia de 
la Corte Suprema de Justicia de Colombia del 13 de noviembre de 1928, es aquél “que 
consiste en que la ley que limita la libertad de cada individuo en pro de la de todos, permita 
a la autoridad intervenir preventivamente antes de que se viole el derecho, para impedir 
en lo posible, el acto que constituye esa violación; la ley limita de ese modo la libertad 
individual solamente en beneficio común de los ciudadanos, lo que constituye el poder de 
policía” (Lleras, 1943, p.2-3). 
 
De lo anterior, surge la necesidad entonces de definir lo que se entiende por derecho de 
policía. Para Lleras (1943), esa definición debe efectuarse no a partir de lo que constituye 
el objeto del derecho de policía, sino más bien –y siguiendo a la jurisprudencia del Consejo 
de Estado Francés y a una parte de la doctrina del derecho administrativo de ese país–, 
desde su finalidad. Es así como el autor en mención recurre a autores como Rolland y 
Bartélemy, señalando que para ellos el fin de la policía es el mantenimiento del orden 
público, entendido éste último como la tranquilidad, la seguridad y la salubridad públicas. 
Para Barrera, A. (1964), el régimen de policía “lo constituyen el conjunto de 
reglamentaciones nacionales y locales que tienen por objeto limitar el ejercicio de la 
libertad individual, ordenándola en tal forma, que al no permitir su abuso, las libertades de 
los demás puedan desarrollarse en forma positiva para el bienestar de la colectividad”. 
 
A su turno, Goenaga (1983) nos enseña que el derecho de policía es el conjunto de normas 
nacionales y locales que regulan no sólo la función del Estado orientada a asegurar su 
propia existencia en el orden interno, sino que tienen como finalidad la de proteger la 
integridad de las personas en su vida, honra y bienes, así como el objeto de reglamentar 
la conducta humana, con el fin de evitar el abuso de la libertad en perjuicio de la 
colectividad y del ejercicio de los derechos de todos (Goenaga, 1983, p. 3). 
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La Corte Constitucional de Colombia, en sentencia C-720 de 2007, a su turno enseña lo 
siguiente sobre el derecho de policía: 
 
“El derecho de policía elaborado al amparo del derecho constitucional anterior 
a 1991 sigue naturalmente las pautas valorativas y principialista del antiguo 
régimen y no del derecho constitucional actual. Al respecto, no sobra recordar 
que la Carta de 1991 gira en torno a la persona humana y a sus derechos 
fundamentales como factor esencial de cohesión y cooperación social. El giro 
copernicano del derecho constitucional, según el cual el centro del 
ordenamiento es la persona y sus derechos no la autoridad, pone de presente 
la necesidad de revisar normas preconstitucionales informadas esencialmente 
por los valores y principios del régimen anterior. Algunas de esas normas, 
probablemente aquellas que necesitan una más urgente revisión, son las 
normas dirigidas al mantenimiento del “orden público”, como las normas de 
policía” (Corte Constitucional, sentencia C-720 de 2007, pp. 56-57). 
1.1.2 Los medios y los motivos de policía 
De esa manera se deriva ineludiblemente la noción de “motivo de policía”, entendido como 
“todo acto que en cualquier forma atente, viole o ponga en peligro el orden público” (Lleras, 
1943, p.13), cuya protección se realiza a través de los denominados “medios de policía”, 
como aquéllos que “están constituidos por ciertas medidas destinadas a prevenir las 
perturbaciones del orden público, y son de dos clases: jurídicos y materiales” (Lleras, 1943, 
p.13). 
 
En criterio de Olivar (2010), los medios de policía se sujetan a unas reglas, que de acuerdo 
con el Consejo de Estado son las siguientes: los medios de policía están subordinados a 
la Constitución y las leyes; no pueden ser incompatibles con los principios humanitarios; 
en la conservación del orden público, el fin no justifica los medios; y la omisión o 
extralimitación en el empleo de los medios de policía hacen responsable al agente. 
 
Señala Lleras (1943) que los medios jurídicos implican un acto administrativo, que bien 
puede ser del tipo reglamento emanado de las autoridades con poder de policía y de 
carácter general, o bien una resolución de contenido particular, como lo sería la decisión 
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de un inspector de policía que impone una caución para garantizar que un ciudadano no 
reincidirá en una conducta (Lleras, 1943, p.14). 
 
De otro lado, considera que los medios materiales son los actos de policía que los cuerpos 
armados o uniformados desarrollan en virtud de los medios jurídicos, y que se encamina 
precisamente a evitar el desconocimiento de éstos por los ciudadanos (Lleras). 
 
Como consecuencia de lo anterior, concluye entonces que el derecho de policía tiene un 
carácter preventivo y no represivo, ya que “su fin es apenas el de evitar la colisión de 
derechos y su violación, y no la reparación de los que han sido violados, la cual está 
reservada al régimen de derecho” (Lleras, 1943, p. 16). 
 
En cuanto a los medios de policía, Lleras (1943) afirma que son todos aquellos que sirven 
a la satisfacción de su fin esencial: el mantenimiento del orden público (Lleras, 1943, p. 
87). 
 
Para ello, el autor hace una clasificación de los mismos en (i) medios jurídicos y (ii) medios 
materiales. Dentro de los medios jurídicos, distingue entre los medios por vía general y 
aquellos por vía individual; y, en relación con los primeros, los clasifica en medios de 
carácter permanente y de carácter transitorio. 
 
Para Lleras, el principal medio de policía lo constituye el reglamento de policía. Con el fin 
de justificar su existencia, el tratadista hace una exposición en la que analiza el concepto 
de “poder de policía”, para, a partir de allí, derivar la potestad de los llamados “jefes de 
policía” (que bajo la égida de la Constitución Política de Colombia de 1886, lo eran el 
Presidente de la República y las Asambleas Departamentales), potestad a partir de la cual 
tales autoridades tienen la facultad de expedir reglamentos restrictivos y limitativos de las 
libertades públicas, siempre con el objeto de velar por el mantenimiento del orden público. 
Asimismo, distingue el poder de policía respecto de la potestad legislativa del Congreso de 
la República, rama del poder público que, a través de la expedición de leyes, no sólo 
desarrolla la Constitución Nacional, sino que además contribuye a conformar el sistema 
del régimen de policía, regulando en algunos casos las libertades públicas, y en otros 
asignando competencias normativas en materia de policía a las autoridades respectivas. 
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Por otra parte, Lleras (1943) también nos muestra el panorama general de la potestad 
reglamentaria que desde la Constitución Nacional se ha radicado en cabeza del Presidente 
de la República, en virtud de la cual se facilita la ejecución de las leyes, regulando aspectos 
técnicos de las mismas y siempre respetando su contenido, sin extralimitarse ni 
desconocerlas. De allí deduce el autor que la potestad reglamentaria, que es general en 
relación con la actividad legislativa, se diferencia de la potestad de expedir reglamentos de 
policía, facultad que deriva directamente del “poder de policía” como una competencia 
autónoma, es decir, una atribución que deviene directamente de la Constitución Política, y 
que, por regla general, únicamente se ve limitada cuando las materias que se pretenden 
reglamentar han sido sometidas por el constituyente a la llamada “reserva de ley”, es decir, 
asuntos que solamente pueden ser objeto de regulación por el legislador. 
 
En este punto vale la pena resaltar que, en criterio de Lleras Pizarro, el conocimiento y 
juzgamiento de ciertos delitos por la policía, no comporta la existencia de una función 
represiva, pues ello no corresponde a un deber jurídico de la policía sino a un deber judicial, 
que se cumple por las autoridades de policía como una “atribución penal excepcional que 
se le ha confiado por las mismas razones de técnica y economía administrativa, sin que al 
hacerlo se esté cambiando el carácter jurídico de ella” (Lleras, 1943, p. 17). 
 
Para Lleras (1943), constituyen motivo de policía “…todos los hechos que amenacen o 
perturben el orden público, o sea la tranquilidad, la seguridad y la salubridad pública”, sean 
aquéllos un atentado directo contra las libertades públicas, o como consecuencia del abuso 
en el ejercicio de los derechos (Lleras, 1943, p. 31). 
 
Tales motivos de policía, en virtud del principio de legalidad, y por tratarse de hechos 
atribuibles a la voluntad humana, deben haber sido previamente determinados como tales 
en la ley, con suficiente justificación del empleo de los medios correspondientes, de tal 
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1.1.3 Los elementos esenciales del derecho de policía 
 Las libertades individuales 
Señala Valderrama que “…no se puede concebir un conjunto de libertades sin un poder 
de Policía que asegure su ejercicio…” (P. 19), para lo cual recurre también al criterio 
sentado por la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 13 de noviembre de 1928, en 
el que se expresa que la limitación de las libertades de cada uno, en interés de la libertad 
de todos, encuentra justificación en el carácter preventivo del derecho de policía, con lo 
que se busca impedir que llegue a cometerse un acto o hecho que atente contra el derecho 
(p. 19-20). 
 
Para Leal (1994), sólo una persona libre (es decir, no esclava) es sujeto de derechos, los 
cuales no pueden existir sin la correlativa libertad para ejercerlos, la que se logra a través 
del respeto de los derechos ajenos, es decir, mediante la restricción de dicha libertad (p. 
54). 
 
Continúa Valderrama señalando que, en la Constitución Nacional, se organizan y 
consagran expresamente tres órdenes de libertades, las cuales clasifica según el orden 
que a continuación se expondrá, y teniendo en cuenta no sólo la regulación contenida en 
la Constitución Nacional de 1886, sino precisamente el objetivo del derecho de policía, en 
cuanto garantía de los elementos que componen el orden público (seguridad, tranquilidad, 
salubridad y moralidad públicas): 
 
Las que no admiten limitación, ni siquiera por parte del legislador, como el derecho a 
la vida, la libertad de enseñanza, la libertad de prensa y el derecho de petición. 
 
Las que sí admiten limitación por el legislador, como la inviolabilidad personal, la 
inviolabilidad de domicilio, la inviolabilidad de correspondencia, la libertad de trabajo, el 
derecho a la asistencia pública, el derecho de huelga, la libertad de industria y comercio, 
el derecho de propiedad y la libertad de asociación. 
 
Las que admiten limitación por el Presidente de la República y por las Asambleas 
Departamentales, tales como la libertad de cultos –respecto de las manifestaciones 
externas objetivadas que puedan resultar contrarias a la moral cristiana o subversivas del 
orden público–; en el mismo sentido, la libertad de reunión –en relación con la facultad de 
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las autoridades para disolver aquéllas que degeneren en asonada, tumulto u obstrucción 
de vías públicas (artículo 46 de la Constitución Nacional de 1886)–; el derecho a portar 
armas –en lo relativo a la prohibición de portarlas en reuniones políticas o de corporaciones 
públicas (artículo 48 ibídem)–; la libertad de trabajo –en cuanto a inspección de las 
profesiones y oficios desde el punto de vista de la moralidad, seguridad y salubridad 
públicas–; y la libertad de enseñanza –en lo que tiene que ver con la inspección y vigilancia 
de los institutos docentes. (p. 21-22). 
 
La limitación de las libertades resulta ser de competencia no sólo del legislador, sino 
además del Presidente de la República y de las Asambleas Departamentales, en su 
condición de autoridades de policía pertenecientes a la rama ejecutiva del poder público. 
Ello, en la medida en que al Presidente, de conformidad con el artículo 120 de la 
Constitución de 1886, le corresponde el mantenimiento del orden público, para lo cual debe 
contar con las herramientas pertinentes, que para el caso son las facultades de 
reglamentación y restricción de derechos, siempre y cuando ello no sea objeto de reserva 
de ley, pues frente a ésta última hipótesis, el Presidente de la República conserva la 
potestad reglamentaria de las leyes, entendida también como atribución general de origen 
constitucional. Asimismo, entiende que las Asambleas Departamentales tienen 
competencia para reglamentar las libertades ciudadanas, pero con idéntica técnica jurídica 
y con el propósito de “…llenar las deficiencias de la ley, con subordinación a ella”. (p. 52-
53). 
 
 La función preventiva 
Mediante la función preventiva, las normas de policía se orientan hacia la adopción 
anticipada de medidas que tienen por finalidad la limitación de las libertades públicas, para 
con ello asegurar el ejercicio pleno y ordenado de los derechos en el marco del bienestar 
de la colectividad, teniendo en cuenta el aforismo según el cual “el ejercicio de las 
libertades individuales se extiende hasta los límites donde principia la esfera de las 
libertades de las demás personas”. Dicha función preventiva constituye la esencia del 
derecho de policía, a pesar de que en algunos estatutos penales se atribuya a la policía el 
conocimiento de algunos delitos, lo que constituye una verdadera excepción. (Valderrama, 
1968, P. 58). 
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Para Goenaga (1983), la etapa preventiva de la acción de la policía para la conservación 
del orden público es aquella que tiende a evitar la perturbación del orden mediante el 
empleo de medidas de seguridad, así como regulando las actividades colectivas que 
representan un peligro de desorden, y adoptando medidas tendientes al mantenimiento de 
la salubridad (Goenaga, 1983, p. 20). 
 
En el mismo sentido, Leal (1994) estima que en la etapa preventiva la función más 
importante de la policía es la vigilancia, entendida ésta en dos sentidos: como vigilancia 
general (mediante la cual se asegura el bienestar de la colectividad evitando 
perturbaciones) y como vigilancia para evitar infracciones penales o de policía, con el 
objetivo de proteger los derechos individuales (Leal, 1994, p. 59). 
 
De otro lado, Valderrama (1968) aclara que cuando un funcionario impone una sanción de 
policía, lo hace no a título represivo sino preventivo, ya que aquélla función –se reitera–, 
en principio es extraña a la naturaleza del derecho de policía. Asimismo, refiere que cuando 
la policía utiliza medios materiales al intervenir en el control de situaciones colectivas que 
derivan en desórdenes, no debe asociarse ello a una función represiva, sino al empleo de 
“medios represivos” con carácter preventivo (Valderrama, 1968, P. 59). 
 
 La función represiva 
No obstante lo anterior, autores como Leal (1994) y Goenaga (1983) estiman que al lado 
de la función preventiva existe la represiva propiamente dicha, y que es aquella a través 
de la cual las autoridades de policía operan con el fin de eliminar la perturbación del orden 
público en ejercicio del uso de la fuerza y las medidas coercitivas previstas en las normas 
de policía (Leal, 1994, p. 60); (Goenaga, 1983, p. 21). 
 
 Tipificadores 
El poder de policía, el orden público interno del país, y los motivos de policía. 
 
 De orden normativo y coercitivo 
Los reglamentos, las funciones de los jefes de policía, los medios precautelares y 
sanciones, la policía como servicio público, y la policía como institución, es decir, los 
medios de conservación del orden público. (P. 17). 
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1.1.4 El poder de policía 
Para Lleras Pizarro (1943), el poder de policía en su esencia es una facultad ejecutiva, 
“una facultad autónoma de origen constitucional, que al ser ejercida representa una 
función. Las manifestaciones de ese poder contribuyen igualmente a la integración del 
régimen de policía” (Lleras, 1943, p.88). 
 
Porras (2013, p.30) nos recuerda la noción que sobre poder de policía ha sido expuesta 
por la Corte Constitucional en la Sentencia C-024 de 1994 y reiterada en su jurisprudencia, 
noción proveniente además de la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia el 
21 de abril de 1982, en la cual con ponencia del entonces Magistrado Doctor Manuel 
Gaona Cruz y en el contexto del control de constitucionalidad, señaló lo siguiente: “es la 
facultad de hacer la ley de policía, de dictar reglamentos de policía, de expedir normas 
generales, impersonales y preexistentes, reguladoras del comportamiento humano, que 
tienen que ver con el orden público y con la libertad. (…) “Corresponde a la facultad legítima 
de regulación de la libertad. En sentido material es de carácter general e impersonal. 
Conforme al régimen del Estado de derecho es, además preexistente”. 
 
Lleras (1943) hace una diferenciación entre el poder de policía en sentido estricto, frente a 
lo que constituye el poder legislativo. El poder de policía: 
 
“ha sido atribuido por la Constitución, en primer término al Presidente de la 
República al imponerle como uno de sus deberes esenciales el 
mantenimiento del orden público en todo el territorio; en segundo lugar, a las 
Asambleas Departamentales, al autorizarlas para reglamentar lo relativo a la 
policía local. Además ejercen el poder de policía pero no como un poder 
autónomo sino en virtud de una atribución legislativa o reglamentaria, y dentro 
de los límites fijados en el acto atributivo, los Concejos Municipales, los 
Gobernadores Departamentales, los Alcaldes, Corregidores, Prefectos, 
Comisarios, Inspectores y los miembros de los cuerpos armados de policía” 
(Lleras, 1943, p.89). 
 
Por otra parte, tenemos el poder legislativo, según el cual podemos entender que “las leyes 
expedidas por el Congreso encaminadas a limitar el ejercicio de las libertades dentro de 
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las atribuciones constitucionales son resultado del ejercicio del poder legislativo. En otras 
palabras, las leyes de carácter preventivo limitativas de la libertad contribuyen a formar el 
Régimen de Policía del Estado pero no son expresión del poder de policía sino del poder 
legislativo, que es uno solo, cualquiera que sea la ley que de él emane” (Lleras, 1943, 
p.88). 
 
Por su parte, Illera, M. & Guardela, L., (2010), hacen un análisis en torno a los derechos 
constitucionales que pueden ser objeto de restricciones desde el punto de vista del derecho 
de policía. Luego de hacer un parangón entre los derechos protegidos y consagrados en 
la Constitución Nacional de 1886 y la Constitución Política de Colombia de 1991, refieren 
que son objeto de limitación los derechos al honor, a la honra y a la intimidad, el derecho 
al libre desarrollo de la personalidad, la libertad de expresión e información, la libertad de 
circulación, la libertad de escoger profesión u oficio, la libertad personal, el derecho de 
reunión y el derecho a la huelga (Illera, M. & Guardela, L., 2010, pp. 10-22). 
 
De otro lado, Lleras Pizarro (1943) considera que existen unos principios que rigen el poder 
de policía, y que podemos enunciar en los siguientes: 
 
- Las manifestaciones del poder de policía, cuando se refieren al ejercicio de las 
libertades cuya limitación se reserva a la ley, asumen la forma de decretos 
reglamentarios de ejecución. Estos decretos se entienden totalmente sometidos 
a la norma superior de la ley que reglamentan. 
 
- De otro lado, las manifestaciones del poder de policía, cuando se refieren al 
ejercicio de las libertades cuya limitación no está reservada a la ley, asumen la 
forma de reglamentos autónomos. De manera general, se someten a la 
normatividad de todo el sistema legislativo preexistente, pero no a una ley 
particular. 
 
Deduce de lo anterior que, cuando se trata de la reglamentación de libertades no sometidas 
al principio de reserva de ley, el poder de policía del Presidente de la República es un 
poder discrecional en cuanto a la competencia, el modo y la oportunidad. 
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En el mismo sentido, Barrera A. (1964) considera que “el poder de policía se entiende entre 
nosotros, como un atributo o facultad del gobierno, de la administración y no de la rama 
legislativa. Lo que explica y justifica su limitado alcance. El poder de policía se ejerce como 
actividad puramente administrativa hasta el punto que una ley que trate de asuntos de 
policía, no se considera en manera alguna como emanada del poder de policía”. (Barrera, 
p.67). 
 
Olivar (2011, p.50) coincide con los autores antes citados, cuando estima que “sería 
innecesario el nombre de “poder de policía” si se trata simplemente de la facultad de dictar 
normas de policía, que en esta materia corresponde al Congreso como regla general. Pero 
la propia Constitución, como excepción de la regla anterior, confirió esta facultad con 
estrictas limitaciones, a corporaciones administrativas y al Presidente de la República…”. 
1.1.5 El orden público 
Lleras (1943) expone que la noción de orden público es amplia, al punto que identifica 
concepciones que se asemejan con la de orden jurídico general, así como otras que se 
refieren a su aspecto moral (Código Civil) e incluso en el ámbito económico. 
 
Sin embargo, el mismo autor considera que existe una noción de orden público específica 
en relación con el derecho de policía, para lo cual acude a la obra de Hauriou sobre 
derecho administrativo, quien sintetizando la doctrina del Consejo de Estado Francés 
sostiene que el orden público que interesa a la policía es el orden material y exterior 
considerado como un estado de hecho opuesto al desorden, es decir, como un estado de 
paz opuesto al estado de turbulencia. En ese orden de ideas, refiere que es de la 
competencia del derecho de policía prohibir todo lo que provoca el desorden, mientras que 
lo que no lo provoca debe ser protegido y tolerado. 
 
Lleras (1943) afirma que el orden público se compone de tres elementos específicos: la 
tranquilidad pública, la seguridad pública y la salubridad pública. Elementos que identifica 
son de aceptación casi unánime para la doctrina de la época, y que según el autor francés 
Rolland (a partir de lo que expone en su texto Précis de Droit Administratif, Librairie Dalloz, 
1938, p. 355), son los únicos que componen el orden público de manera exclusiva, lo que 
deduce luego de la lectura de la ley francesa del 5 de abril de 1884 (Lleras, 1943, p. 24). 
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Leal (1994) nos trae una definición que, a su juicio, resulta pertinente cuando se trata de 
entender la noción de orden público, proveniente del pensamiento del penalista italiano 
Francesco Antolisei, para quien el orden público “…es la soberanía del estado y del 
derecho, y, en este sentido, es sinónimo de paz pública. A esta corresponde en los 
ciudadanos la sensación de tranquilidad y seguridad” (Leal, 1994, p. 57). 
 
En criterio de Olivar (1983), “…el orden público puede considerarse como la situación y 
estado de legalidad normal en que las autoridades ejercen sus atribuciones propias y los 
ciudadanos las respetan y obedecen; por eso se atenta contra el orden público cuando las 
autoridades se extralimitan en el ejercicio de sus funciones o cuando los ciudadanos se 
resisten a cumplir sin razón y sin derecho las leyes y las órdenes dadas por la autoridad 
dentro del ámbito de su competencia” (Olivar, 1983, p. 26). 
 
 La tranquilidad pública 
Entendida como un estado de sosiego, de paz, hace referencia, en lo que a derecho de 
policía se refiere, a “…todos aquellos actos externos y materiales que afecten en cualquier 
grado la tranquilidad colectiva” (Lleras, 1943, p. 24), sea que se produzcan en la calle, o 
en lugares privados siempre y cuando las actividades “trasciendan” hacia lo público, 
molestando a las demás personas del vecindario. A este respecto, Lleras (1943) considera 
que la idea de tranquilidad pública lleva envuelta la de “moralidad pública”, en los casos 
en que determinadas manifestaciones externas materiales pueden provocar escándalo y 
desasosiego moral de otras personas, como en el caso de los actos obscenos (Lleras, 
1943, p. 26). 
 
Para Leal (1994), la tranquilidad pública no sólo es sinónimo de paz sino que además 
comprende la moralidad, toda vez que los actos que producen escándalo pueden perturbar 
la paz (Leal, 1994, p. 58). 
 
 La seguridad pública 
Concebida como la “…garantía preventiva contra todos aquellos actos que puedan implicar 
un ataque, o a la integridad física de las personas, o a la propiedad…” (Lleras, 1943, p. 
27), se refiere a la seguridad de tales bienes jurídicos, cuya garantía se procura en un 
doble sentido: impidiendo los ataques deliberados (actos delictivos), y mediante la 
reglamentación de ciertas actividades que, a pesar de ser lícitas, implican un riesgo o 
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peligro, como sería el caso de la ejecución de construcciones en vía pública, o el trabajo 
industrial con materiales explosivos o inflamables. 
 
Comprende la seguridad del Estado, de las personas y de las propiedades, por lo que 
corresponde a las autoridades precisamente prevenir los ataques contra tales objetos de 
protección (Leal, 1994, p. 58). 
 
 La salubridad pública 
Concretamente, se relaciona con “…la prevención contra las epidemias o las 
enfermedades contagiosas…” (Lleras, 1943, p. 27), y tiene por objetivo a las personas, los 
inmuebles, las vías públicas y los animales (Leal, 1994, p. 58). Por ende, a través del 
derecho de policía se ponen en ejecución medidas sanitarias de profilaxis y de higiene, 
con el fin de evitar la propagación de enfermedades, así como la curación de las mismas 
(en virtud de la internación y aislamiento de los enfermos), y otras referidas a la disposición 
de basuras, servicios sanitarios, y la reglamentación del expendio de víveres, entre otras. 
 
Aquí vale la pena precisar que la Corte Constitucional colombiana, en sentencia de 
unificación SU-476 del 25 de septiembre de 1997 con ponencia del Doctor Vladimiro 
Naranjo Mesa, señaló que los elementos que conforman el orden público son derechos 
fundamentales por conexidad, cuando planteó que “la Carta no otorga a la seguridad, a la 
tranquilidad, a la salubridad a la moralidad el carácter de derechos fundamentales, frente 
a situaciones concretas, el desconocimiento de éstos puede conducir a la amenaza o 
violación de uno o varios derechos fundamentales como la vida, la intimidad personal y 
familiar, la salud, la paz, etc. En estos casos, la protección puede ser solicitada a través 
de la acción de tutela pues la afectación de los primeros incorpora el derecho fundamental 
cuya protección se reclama. Es lo que la doctrina constitucional ha denominado derecho 
fundamental por conexidad; es decir, cuando del desconocimiento de un derecho que no 
reviste las características de fundamental, se derive amenaza o violación de otro u otros 
derechos fundamentales” (Corte Constitucional, SU-476 de 1997). 
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1.2 Las contravenciones de policía en Colombia 
1.2.1 Legislación, Código Nacional de Policía y códigos locales 
de policía 
El Decreto Ley 1355 del 4 de agosto de 1970, “por el cual se dictan normas sobre policía”, 
y que comúnmente se conoció con el nombre de “Código Nacional de Policía”, regula en 
su Libro III las que se denominan “Contravenciones Nacionales de Policía”. Si bien es cierto 
esta normativa no hace una referencia en torno al significado, naturaleza y alcance de tales 
contravenciones, es claro que el título hace una definición y regulación de las llamadas 
“medidas correctivas”, que son la consecuencia jurídica prevista para quienes cometen las 
contravenciones, y que en resumen son las siguientes (artículo 186): la amonestación en 
privado; la reprensión en audiencia pública; la expulsión de sitio público o abierto al público; 
la promesa de buena conducta; la promesa de residir en otra zona o barrio; la prohibición 
de concurrir a determinados sitios públicos o abiertos al público; la presentación periódica 
ante el Comando de Policía; la retención transitoria; la multa; el decomiso; el cierre del 
establecimiento; la suspensión de permiso o licencia; la suspensión de obra; la demolición 
de obra; la construcción de obra; el trabajo en obras de interés público; y el arresto 
supletorio. 
 
Los artículos subsiguientes del Libro III, hacen una definición sobre el sentido y el alcance 
de cada una de las medidas correctivas, y a continuación trae la consagración de cada uno 
de los comportamientos a los que se les asigna la consecuencia de la medida correctiva. 
 
Luego, nos encontramos con un apartado que contiene las reglas aplicables a las 
contravenciones y las medidas correctivas, dentro de las cuales se aprecian los siguientes 
principios, que consideramos pertinente destacar: 
 
a.- La medida correctiva podrá, en cualquier tiempo, hacerse cesar, si a juicio de la 
respectiva autoridad de policía tal determinación no perjudica el orden público (artículo 
222). 
 
b.- Cuando se aplique una medida correctiva, deben tenerse en cuenta sus mayores o 
menores implicaciones con el orden público, así como la personalidad del transgresor 
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simplemente apreciada, el grado de su educación y las circunstancias de la agresión u 
omisión (artículo 223). 
 
c.- De darse el caso de poderse aplicar, indistintamente, una u otra medida correctiva, se 
preferirá la que se tenga por más conveniente habida consideración de las circunstancias 
del hecho y de las condiciones personales del contraventor. 
 
Por su parte, el Decreto 522 del 27 de marzo de 1971, cuyo contenido fue incorporado y 
forma parte del Código Nacional de Policía, consagra las denominadas “Contravenciones 
Especiales de Policía”. Dicho decreto define unos bienes jurídicos objeto de protección, 
tales como la seguridad y tranquilidad públicas, el orden social, la fe pública, la salubridad 
pública, la economía nacional, la moral pública, la integridad personal y el patrimonio. 
 
De otro lado, el Acuerdo 079 del 20 de enero de 2003 (Código de Policía de Bogotá, D.C.), 
se define como aquél que “comprende las reglas mínimas que deben respetar y cumplir 
todas las personas en el Distrito Capital para propender por una sana convivencia”. En ese 
sentido, establece como principios del código los siguientes: la supremacía formal y 
material de la Constitución; la protección de la vida digna; la prevalencia de los derechos 
de las niñas y los niños; el respeto a los derechos humanos; la búsqueda de la igualdad 
material; la libertad y la autorregulación; el respeto mutuo; el respeto por la diferencia y la 
diversidad; la prevalencia del interés general sobre el particular; la solidaridad; la eficacia; 
la moralidad; la economía y celeridad; la imparcialidad y publicidad; y el principio 
democrático. 
 
Asimismo, el código fija, como bienes objeto de protección, los siguientes: la solidaridad; 
la tranquilidad; las relaciones de vecindad; la seguridad; la salud pública; las poblaciones 
vulnerables; el ambiente; el espacio público; la movilidad, el tránsito y el transporte; el 
patrimonio cultural; la libertad de industria y comercio y los consumidores; y las rifas, 
juegos, concursos y espectáculos públicos. 
 
Millán (2001) pone de manifiesto que en Colombia el régimen contravencional ha venido 
evolucionando a partir de la expedición del Decreto 1355 de 1970 y el Decreto 522 de 
1971, pasando por otros compendios normativos como la Ley 23 de 1991 y la Ley 228 de 
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1995, para concluir en un criterio de clasificación de las contravenciones en nuestro medio, 
que es el siguiente: 
 
- Contravenciones ordinarias o nacionales de policía; 
- Contravenciones especiales de policía; 
- Contravenciones administrativas; y 
- El régimen contravencional especial judicial (Ley 228 de 1995) (Millán, 2001, p. 25-30). 
 
En la actualidad, rige para nuestro país como estatuto nacional y general de policía, la Ley 
1801 de 2016 (Código Nacional de Policía y de Convivencia Ciudadana), en donde de 
manera general se lleva a cabo una regulación de las libertades públicas a través de un 
modelo contravencional de comportamientos contrarios a la convivencia y medidas 
correctivas (aunque el mismo código señala que sus normas carecen de contenido 
sancionatorio), a la usanza de los más modernos códigos locales de policía de Colombia, 
como lo son el del Distrito Capital de Bogotá y el del Departamento de Antioquia. 
1.2.2 La doctrina sobre las contravenciones 
El profesor Leonel Olivar, en su obra sobre las contravenciones de policía nacionales y 
especiales (Olivar, 2.009), nos aproxima al concepto de contravención, señalando que “es 
una conducta típica, antijurídica y culpable, calificada como tal por el Legislador y a la que 
se le señala como consecuencia una pena o una medida correctiva” (Olivar, 2.009, p. 15). 
No obstante lo anterior, Olivar pone de presente que para un sector de la doctrina, 
representado en autores como Luís Jiménez de Asúa y Eugenio Cuello Callón, este tema 
de las contravenciones forma parte del denominado “derecho penal administrativo”. 
 
 
Como antecedente histórico de las figura de las contravenciones, Olivar (2.009) sostiene, 
–de la mano del jurista francés Manzini–, que ella se remonta a los estatutos de la época 
intermedia, a través de los cuales se fueron estableciendo preceptos relativos a los 
intereses de las corporaciones, el consumo, las edificaciones, las comunicaciones, el 
transporte y la policía de seguridad, entre otros; y que posteriormente las contravenciones 
fueron codificadas en el Código Francés de Policía de Seguridad expedido el 19 de julio 
de 1.791, así como en otros códigos posteriores e inspirados en la Revolución Francesa. 
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De otro lado, Olivar (2.009) pone de presente que en el contexto del pensamiento político 
y jurídico del siglo XVIII, se dio inicio a una diferenciación conceptual entre delitos y 
contravenciones, lo que se evidencia en un primer momento en la obra del Barón de 
Montesquieu y en la del Marqués de Beccaría. 
 
Asimismo, Olivar (2.009, p. 15-20) nos trae un recuento sobre las teorías que han tratado 
de definir el sentido y alcance de las contravenciones. Señala, por ejemplo, que para 
Carrara la diferencia entre contravenciones y delitos radica en que los primeros suponen, 
en el comportamiento de las personas, una mera contradicción entre la ley y el hecho, ya 
que en el delito interviene el elemento de la intención o el dolo. De otro lado, para Enrique 
Ferri los delitos y contravenciones son de naturaleza idéntica; sin embargo, la diferencia 
radica en la conciencia pública acerca del significado social y moral de una u otra figura. A 
su turno, para Vincenzo Manzini las contravenciones forman parte del derecho penal 
administrativo, aunque su naturaleza no deja de ser derecho penal verdadero y propio. 
Para Filipo Grispigni, las contravenciones son hechos contrarios a un interés 
administrativo, siempre que sean de menor gravedad. De otro lado, Sebastián Soler estima 
que no existe diferencia de orden cualitativo entre delitos y contravenciones, opinión que 
comparte el tratadista Edmundo Mezger. 
 
En ese sentido, Olivar (2.009) presenta los criterios que en su sentir son los que han 
surgido en la doctrina sobre la diferenciación entre delitos y contravenciones, criterios que 
podemos resumir en los siguientes: 
 
- Por la gravedad de los comportamientos, los delitos serían aquéllos de mayor gravedad, 
mientras que las contravenciones los de menor gravedad. Sin embargo, ello depende del 
legislador, pues pueden existir contravenciones más graves que algunos delitos. 
 
- Mientras que el delito comporta un elemento de inmoralidad, la contravención no. No 
obstante lo anterior, se alega que el elemento ético se tiene en cuenta al momento de la 
expedición de la ley por el creador de la misma, pero que después no. 
 
- Las sanciones para los delitos son diferentes que las previstas para las contravenciones. 
A pesar de ello, se estima que también depende del criterio del legislador la clase de 
sanciones  o consecuencias jurídicas que se determinen. 
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- El delito viola un derecho subjetivo, mientras que la contravención supone una 
desobediencia al derecho objetivo. Sin embargo, no se pueden diferenciar ambos aspectos 
del derecho, pues el uno depende del otro. 
 
- Mientras los delitos son de daño, las contravenciones son de peligro. Pero también 
existen delitos de peligro y contravenciones de daño. 
 
- En el delito se sanciona la violación de un derecho, mientras que en la contravención se 
sanciona con el fin de prevenir la violación de un derecho. Se critica que ello también 
depende del legislador. 
 
- En el delito hay responsabilidad subjetiva, mientras que la contravención supone una 
responsabilidad objetiva. 
 
Por otra parte, Olivar (2.009, p.21) nos recuerda que según el Código Penal, las conductas 
punibles se dividen en delitos y contravenciones, lo que supondría que a las segundas les 
resultarían aplicables las normas y principios rectores de la normatividad penal, y que en 
términos generales tanto la doctrina colombiana como la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional son del criterio según el cual no existe diferencia cualitativa entre delito y 
contravención, pues en realidad ello depende de lo que disponga el legislador, y más 
concretamente cuando se trata de elegir y fijar una política criminal (Sentencia de 
Constitucionalidad C-364, proferida por la Corte Constitucional el 14 de agosto de 1.996). 
Para Roberto Pineda Castillo (2011), la contravención de policía “es acto prohibido que se 
realiza en la calle o en sitio abierto al público y que afecta el orden público policial; o acto 
ordenado que no se cumple, o ejercicio de una libertad sin permiso previo”. 
 
Señala Pineda (2000, p. 287), en relación con las medidas correctivas, que son la 
consecuencia jurídica prevista por las normas de policía para quienes incurren en 
contravenciones o comportamientos contrarios a la convivencia, que aquéllas se clasifican 
en las siguientes: 
 
- De carácter educativo (amonestación en privado y reprensión en audiencia pública); 
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- De carácter preventivo (presentación periódica ante el comando de policía, promesa de 
buena conducta, prohibición de concurrir a determinados sitios públicos o abiertos al 
público); 
 
- Privativas de la libertad (retención transitoria en una estación o subestación de policía 
hasta por 24 horas); 
 
- De coerción inmediata (expulsión de sitio público o abierto al público, incautación de 
ciertos objetos de prohibida tenencia, destrucción de comestibles y otros artículos en mal 
estado, cierre de establecimientos hasta por siete días, suspensión de licencia o permiso 
hasta por 30 días, suspensión, demolición y construcción de obra); 
 
- De naturaleza pecuniaria o patrimonial (decomiso, multa, trabajo no remunerado en obras 
de interés público hasta por un total de 48 horas empleadas en la tarea asignada); y 
 
- De sustitución o garantía (arresto supletorio, caución). 
 
De otro lado, Escobar (2008) considera que antes de precisarse el concepto de 
contravención, debe tenerse claridad en primer lugar sobre la noción de conducta o hecho 
punible, para concluir, acudiendo a una definición dada por el jurista colombiano Alfonso 
Reyes Echandía en su Diccionario de Derecho Penal, que la contravención es “aquel 
comportamiento humano que, a juicio del legislador, produce un daño social de menor 
entidad que el delito y por eso se conmina con sanciones generalmente leves. Por lo 
general las contravenciones están previstas en los Códigos de Policía” (Escobar, 2008, p. 
13). 
 
No obstante las diversas nociones y diferencias que los autores proponen entre delitos y 
contravenciones, Escobar (2008) nos recuerda un importante concepto doctrinario del 
tratadista Fernando Velásquez Velásquez, quien en su obra titulada Manual de Derecho 
Penal, Parte General, expuso lo siguiente: 
 
“No existe un criterio sólido para distinguir el delito de la contravención penal, 
pues entre ambas figuras solo es posible encontrar diferencias de tipo 
cuantitativo, dependiendo del juicio que en torno a ello emita el respectivo 
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legislador histórico, si se tiene en cuenta que todos los criterios cualitativos 
ensayados han demostrado su más absoluto fracaso. Así las cosas, lo único 
que podría decirse en cuanto a la distinción es que las contravenciones penales 
son una especie de conducta punible de menor gravedad que el delito, no solo 
desde el punto de vista del injusto, sino también desde el de la pena imponible; 
por ello, todo lo afirmado en relación con el delito desde los planos formal y 
material, es igualmente predicable de la contravención penal. Como es obvio, 
no se alude a las transgresiones o faltas de naturaleza administrativa –a veces 
también llamadas contravenciones– materia propia del derecho administrativo 
sancionador” (Escobar, 2008, p. 16-17). 
1.2.3 Jurisprudencia de la Corte Constitucional 
En un principio, la jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional de Colombia ha sido 
del criterio de diferenciar los delitos, las contravenciones penales y las contravenciones 
administrativas. Un ejemplo de ello lo es la sentencia de constitucionalidad C-549 del 5 de 
octubre de 1992, en la que, con ponencia del entonces Magistrado Carlos Gaviria Díaz, se 
dijo lo siguiente: 
 
“Las contravenciones administrativas no lo son en sentido penal, es decir, no 
son hechos punibles, pues ellas hacen referencia a situaciones de carácter 
eminentemente de derecho administrativo, cuya naturaleza se encuentra 
definida por el legislador al calificarlas como tales y diferenciarlas de las 
contravenciones penales, al establecer los procedimientos para cada una y al 
fijar las sanciones, siendo las penales generalmente más severas que las 
administrativas y éstas siempre de carácter económico, administrativo y 
comercial, debiendo anotarse que aquéllas se imponen por acto jurisdiccional 
mientras que éstas se aplican mediante actos administrativos” (Corte 
Constitucional, C-549/92). 
 
En ese sentido, la Corte reconoce entonces la existencia de contravenciones de carácter 
administrativo y que serían distintas a las contravenciones de conocimiento de las 
autoridades de policía. La sentencia en comento, continúa en sus consideraciones con los 
siguientes argumentos: 
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“Por lo anterior, obligatorio es señalar que la diferencia entre delitos y 
contravenciones, no puede hacerse con criterio jusfilosófico sino refiriéndola al 
concepto valorativo que emana del legislador. En efecto, cuando a juicio del 
legislador un hecho es grave porque lesiona o pone en peligro intereses 
sociales importantes y debe, por lo mismo, sancionarse en forma severa, lo 
configura como delictuoso; cuando, en cambio, considera que los intereses que 
puede lesionar o poner en peligro son menos importantes y que bastan para su 
punición sanciones de menor gravedad, lo erige en contravencional. 
(…) 
“Sin embargo, dentro de las contravenciones que regula el sistema penal y que 
son sancionadas por autoridades de policía, no se comprenden las infracciones 
administrativas. Significa ello, que existen contravenciones sancionables por 
autoridades diferentes a la policía, lo cual está reconocido en el propio artículo 
2º del Código Penal (art. 18 del C.P. de 1980) y tiene su razón de ser en la 
existencia de conductas que vulneren bienes diferentes a los de la seguridad, 
la tranquilidad y moralidad públicas” (Corte Constitucional, C-549/92). 
 
En consecuencia, la Corte Constitucional considera que las contravenciones de policía son 
de conocimiento de las autoridades de policía, orientadas hacia la preservación y 
restablecimiento del orden público, a través de un juicio policivo; mientras que las 
contravenciones administrativas son aquéllas contrarias a la ley, distintas a los delitos y a 
las contravenciones policivas, y dirigidas a la sanción de comportamientos que dañen, 
perjudiquen o entraben la prestación de los servicios públicos o en general la actividad de 
la administración pública. 
 
En el mismo sentido, la sentencia de constitucionalidad C-592 de 1998, en la cual se 
consideró que esa facultad del legislador para definir y distribuir conductas entre delitos y 
contravenciones, deben fundamentarse en criterios de proporcionalidad y razonabilidad. 
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1.3 La convivencia ciudadana 
1.3.1 La convivencia como principio constitucional y fin esencial 
del Estado 
En la Constitución Política de Colombia, la convivencia se erige como uno de los valores y 
principios que dan sentido y razón de ser a la misma Carta Política, en la medida en que 
la encontramos mencionada en el preámbulo. Del mismo modo, el artículo segundo 
Superior, cuando hace referencia a los fines del Estado, señala como uno de ellos el de 
asegurar la convivencia pacífica. 
 
En muchas ocasiones la convivencia se ha asociado al tema de la paz, razón por la cual 
se ha acuñado el término “convivencia pacífica”. Lo anterior se evidencia en la sentencia 
de tutela T-539 de 1992, en la que la Corte Constitucional, con ponencia del Magistrado 
Eduardo Cifuentes Muñoz, destacó que “la convivencia pacífica es un fin básico del Estado 
(CP art. 2)”, y concluyendo que “la paz es, además, presupuesto del proceso democrático, 
libre y abierto, y condición necesaria para el goce efectivo de los derechos fundamentales”. 
Si bien es cierto el tema de la convivencia remite a una cuestión de tensión de derechos 
dentro de un Estado Social de Derecho, razón por la cual es en esos términos en que la 
encontramos mencionada en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, lo cierto es que 
ese Alto Tribunal, en relación con la convivencia social ha configurado una teoría, 
denominada “doctrina de convivencia de los derechos”, según la cual pueden hacerse 
compatibles “sobre la base de que, siendo relativos, su ejercicio es legítimo mientras no 
lesione ni amenace otros derechos, ni atente contra el bien general. En la medida en que 
ello acontezca, se torna en ilegítimo”. (Corte Constitucional, T-465/94). Dicha postura se 
reitera en la sentencia T-468 de 2003. 
 
En la sentencia C-225 de 1995, en la cual se abordó el tema de la protección de las 
víctimas de los conflictos armados con carácter no internacional, la Corte Constitucional 
señaló que precisamente una de las formas en que el Estado cumple con su deber de 
preservar el orden público y garantizar la convivencia pacífica es proporcionando cauces 
institucionales adecuados para el manejo de la conflictividad, y no suprimiéndola sino 
regulándola, de tal manera que se desenvuelva de manera pacífica y democrática. 
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Por otra parte, es en la sentencia de tutela T-394 de 1997 en donde la Corte Constitucional 
explícitamente reconoce que dentro de los deberes de los alcaldes como primera autoridad 
de los municipios está la de garantizar la convivencia pacífica de los habitantes. Lo señala 
en los siguientes términos: 
 
“El alcalde –recuérdese- es, por mandato constitucional, la primera autoridad 
de policía del municipio (artículo 315, numeral 2, C.P.) y, en tal calidad, 
además de la función genérica, confiada a todas las autoridades, de proteger 
a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, 
creencias y demás derechos y libertades, tiene a cargo la específica de 
salvaguardar, en el ámbito territorial del municipio, la pacífica convivencia 
entre sus habitantes y el ejercicio razonable y lícito de las actividades que 
ellos emprendan” (Corte Constitucional, T-394/97). 
 
Desde el punto de vista de la doctrina, Illera, M. y Guardela, L., (2010) nos traen una noción 
de lo que significa la convivencia ciudadana, proveniente de uno de los considerandos del 
manual de convivencia comunitaria para el municipio de Medellín, según el cual “la 
convivencia ciudadana se concibe como la condición política y social que permite la 
construcción colectiva de la paz integral, mediante la formación y consolidación del 
consenso para el Estado Social de Derecho, con asiento en la legitimidad, la 
gobernabilidad y la democracia” (Illera, M. & Guardela, L., 2010, p.106). 
 
En lo que tiene que ver con el caso de Bogotá, tenemos que la norma actual sobre 
contravenciones por comportamientos contrarios a la convivencia es precisamente el 
Acuerdo No. 079 del 20 de enero de 2003 (Código de Policía de Bogotá), el cual fue 
expedido en la segunda administración de Antanas Mockus como Alcalde Mayor de Bogotá 
(2001-2003), en el marco de uno de los ejes centrales del Plan de Desarrollo “Bogotá para 
vivir todos del mismo lado” relacionado con la cultura ciudadana, orientado hacia los 
siguientes objetivos: “aumentar el cumplimiento voluntario de normas, la capacidad de 
celebrar y cumplir acuerdos y la mutua ayuda para actuar según la propia conciencia, en 
armonía con la ley. Promover la comunicación y la solidaridad entre los ciudadanos” 
(Perilla, 2006, p.58). 
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1.3.2 El enfoque pedagógico de la convivencia 
En lo que tiene que ver con el tema de la convivencia ciudadana, la problemática que más 
se ha estudiado en el contexto colombiano es aquélla que se relaciona con la construcción 
de ciudadanía y el aspecto ético-sociológico atinente al cumplimiento de las normas por 
parte de los ciudadanos. 
 
Para Gómez (2007), la convivencia, entendida desde el punto de vista político, tiene como 
referente último la consecución de la paz; en ese sentido, concibe que la convivencia “…es 
a la vez un hecho natural y un ideal nunca alcanzado del todo, si se tiene en cuenta cómo 
debería ser ese vivir juntos: en vivir en paz, en libertad, como resultado de la justicia” 
(Gómez, 2007, p. 30). 
 
En esa línea, autores como Camilo Borrero han analizado esta temática desde el punto de 
vista de la “ciudadanía social activa”, entendido éste concepto desde tres escenarios: en 
primero lugar, el que se refiere al ciudadano como esa parte del individuo que se desarrolla 
en lo público; en segundo lugar, como la ciudadanía que se expresa no necesariamente 
como un acto individual, sino en construcciones sociales, redes y posibilidades de 
encuentro al interior del movimiento social; y, en tercer lugar, una visión amplia de la 
ciudadanía que impone derechos y deberes, muchos de los cuales van más allá de lo 
jurídico y que comportan más un contenido ético (Borrero, 2009, p. 201-202). 
1.3.3 Sociedad, pluralismo y territorio 
El tema de la convivencia lo encontramos estrictamente ligado al de la construcción de 
ciudadanía, la cual se genera desde distintos escenarios de gestión política y 
administrativa de lo local, que van más allá de las normas de policía. Por ejemplo, es el 
caso de los planes de desarrollo, y en el caso de Colombia, de los planes de ordenamiento 
territorial a nivel local, como instrumentos de regulación del territorio y de destinación e 
inversión de recursos públicos hacia la consecución de los fines de la ciudad. 
 
Sobre el tema del pluralismo, resaltamos que Gómez (2007) lo concibe no como un fin en 
sí mismo, sino una consecuencia de la libertad, y precisamente por ello no debe mirarse 
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como si se tratara de un mal, sino que, en tanto que fruto de la libertad, se constituye en 
un bien que favorece el devenir de los asuntos (Gómez, 2007, p. 72). 
 
Es ahí en donde adquiere relevancia la expedición del Código de Policía de Bogotá, una 
iniciativa del entonces Alcalde Mayor de la ciudad Antanas Mockus y que se venía 
concretando desde su primera administración en el contexto del programa “Cultura 
Ciudadana”, y en su segundo mandato en el programa denominado “Formar Ciudad”, el 
cual fue inspirado en las teorías pedagógicas de Basil Bernstein y frente a la crisis de lo 
jurídico, es decir, ante la evidencia del reiterado incumplimiento de las normas sociales por 
los ciudadanos, y frente a la reafirmación de una cultura de la trampa. 
 
A este respecto, Garzón (2002) nos pone de presente que “la pedagogía es, entonces, 
para Antanas Mockus, la estrategia para afrontar los problemas de una ciudad como 
Bogotá. La pedagogía es el punto de partida para la realización de los proyectos que 
buscan modificar hábitos y comportamientos de los ciudadanos. Como ya se había 
mencionado en el marco teórico, cuando Bernstein habla de pedagogía, está haciendo 
referencia a las prácticas que facilitan los procesos de control simbólico que configuran y 
distribuyen formas de conciencia, identidad y deseo. Esta última parte es muy importante 
porque las prácticas pedagógicas que se están llevando a cabo en Bogotá, tienen el 
principal propósito de crear determinadas formas de identidad y conciencia, conforme a las 
exigencias específicas de la ciudad” (Garzón, 2002, p. 21). 
 
Para Díaz (2009), la estrategia formulada por el gobierno distrital de Antanas Mockus en 
materia de seguridad y convivencia, tendiente a la formación de un ciudadano que es 
capaz de advertir su rol dentro de la sociedad y sus potencialidades llegar a acuerdos con 
los demás, así como reconocerlos y cumplirlos, se inscribe en lo que en la teoría y el 
pensamiento del francés Michael Foucault denominó como las “tecnologías del poder”, 
comoquiera que la estrategia abarcó no sólo el aspecto legal de la convivencia, sino 
además componentes morales y culturales, todo con el fin de lograr en el ciudadano una 
especie de autorregulación y autocontrol no sólo individual sino a nivel social, como 
guardián del cumplimiento de la norma. En ese sentido, el autor se plantea si el modelo 
pedagógico pregonado y aplicado en la administración de Antanas Mockus supone en 
realidad una modalidad más del ejercicio del poder, concluyendo que 
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“el análisis hasta aquí desarrollado demuestra que esta política se encuentra a 
la vanguardia de las prácticas de vigilancia de masas y control de espacios que 
se extiende en nuestras sociedades al sacar la función de vigilar y controlar de 
las instituciones que tradicionalmente le correspondía, e interiorizándola en los 
sujetos con la excusa del logro de una mejor seguridad, convivencia y 
economía. Construyendo los sujetos de esta nueva sociedad que no sólo son 
víctimas de la vigilancia, sino también su medio. Pasando de una pedagogía 
del Estado de derecho a un paradigma de la sociedad de control” (Díaz, 2009, 
p. 86). 
 
Por último, vale la pena pone en evidencia aquí que si bien es cierto las normas de los 
modernos códigos de policía pretenden regular la convivencia ciudadana a través de un 
modelo contravencional, también es verdad que proceden a ello mediante la protección de 
una serie de derechos, principios y valores de diversa índole, tales como la seguridad, la 
tranquilidad, el derecho de reunión, la actividad económica, la actividad urbanística, el 
ambiente, la minería, la salud pública, la protección de personas en estado de 
vulnerabilidad (niños, adultos de la tercera edad, el ejercicio de la prostitución), los 




   
 
2. Capítulo 2.- Teoría del derecho de policía y 
elementos del derecho administrativo 
general y sancionatorio 
En el presente capítulo, traeremos a la discusión algunos elementos teóricos propios del 
derecho de policía, el derecho administrativo y, dentro de éste, el llamado derecho 
administrativo sancionatorio, con el fin de rastrear algunas de sus relaciones e 
interacciones en el contexto de la regulación contravencional de la convivencia. 
2.1 Teoría general del derecho de policía, libertades 
ciudadanas y orden público” 
Veremos a continuación, a grandes rasgos, los elementos principales que conforman y 
justifican el derecho de policía, a partir de su objeto (el mantenimiento y restablecimiento 
del orden público) y las herramientas normativas (limitación de derechos) y jurídico legales 
que sirven a tal propósito. 
2.1.1 La limitación de las libertades públicas 
 Potestad general del Congreso de la República 
 
De conformidad con el artículo 150 de la Constitución Política, corresponde al Congreso 
de la República hacer las leyes. Ésta, que en principio parece ser una definición muy simple 
de las competencias y atribuciones de la Rama Legislativa del poder público, en realidad 
resume muy bien la tarea de ese órgano, la cual se cumple a través de la denominada 
“cláusula general de competencia”. 
 
En ese sentido, se ha considerado que el legislativo cuenta con el denominado “poder de 
policía”, entendido como la potestad para limitar y/o restringir derechos por razones de 
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orden público. Sobre este tema, vale la pena resaltar lo expuesto por la Honorable Corte 
Constitucional en sentencia de constitucionalidad C-825 de 2004, con ponencia del 
entonces Magistrado Rodrigo Uprinmy Yepes, en los siguientes términos: 
 
“Corresponde al Congreso de la República expedir las normas restrictivas de 
las libertades y derechos ciudadanos con base en razones de orden público e 
interés general. Sin embargo, tal como lo ha precisado esta Corte, no puede 
admitirse la existencia de una competencia discrecional del Congreso en la 
materia, puesto que su actuación se encuentra limitada por la misma 
Constitución y los tratados y convenios internacionales que reconocen e 
imponen el respeto y efectividad de los derechos humanos (CP art. 93), límites 
que emanan de la necesidad de garantizar el respeto a la dignidad humana y 
el ejercicio pleno de los derechos fundamentales en lo que atañe con su núcleo 
esencial” (Corte Constitucional, sentencia C-825 de 2004). 
 
 El poder de policía 
Para Fierro (2013), el poder de policía es “la facultad de crear normas de policía, 
competencias para hacer cumplir la ley, y los medios para hacerla cumplir”. 
 
Acerca del origen del poder de policía, Fierro (2013, p.26) identifica dos criterios existentes 
frente a la inexistencia de un fundamento constitucional directo. El primero de ellos señala 
que el poder de policía se deduce de las funciones que el ejecutivo debe cumplir, algunas 
de las cuales contienen autorizaciones implícitas de las que se deriva el derecho de policía. 
Mientras tanto, el segundo criterio estima que el poder de policía se sustenta en las normas 
que lo consagran. 
 
Para ilustrar el primer criterio, Fierro nos presenta la postura adoptada en la sentencia 
proferida por la Corte Suprema de Justicia el 13 de noviembre de 1928, según la cual el 
poder de policía pertenece a esa clase de preceptos constitucionales que no tienen 
ejecución ni efectos reales sin otros actos posteriores expedidos por las autoridades 
competentes y que los desarrollen y complementen. Como ejemplo de ello, señala Fierro 
que “letra muerta sería el deber que aquel artículo impone al Presidente de <<conservar 
en todo el territorio el orden público>>, si el legislador, y en defecto de éste, aquel 
Magistrado, no dictase las medidas necesarias a tal conservación” (Fierro, 2013, p.26). 
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Como contraposición de lo anterior, Fierro evidencia la existencia de un segundo criterio, 
según el cual las funciones en un Estado de Derecho son regladas y no implícitas, teniendo 
en cuenta además el principio aplicable a los servidores públicos sobre responsabilidad 
por omisión o extralimitación de funciones, a partir del cual se entendería que a los 
funcionarios no les es dable ejercer atribuciones no previstas en el ordenamiento jurídico 
(Fierro, 2013, p.31). 
 
Por otra parte, el autor refiere la existencia de otra postura, advertida en la jurisprudencia 
del año 1970, según la cual el poder de policía sí encontraría fundamento en la Carta 
Política, por ejemplo, cuando ésta se refiere al deber de las autoridades sobre protección 
de la vida, honra y bienes de los habitantes, o cuando permite la detención de cualquier 
persona y/o el registro de su domicilio (Constitución de 1886), o en relación con la 
inspección de las profesiones y oficios para la seguridad, salubridad y moralidad públicas, 
lo que conllevaría la potestad para decidir coercitivamente tales asuntos. 
2.1.2 Los medios de policía 
Para Gómez (2013), los medios de policía son “los instrumentos legales con que cuentan 
las autoridades pertinentes para el cumplimiento efectivo de la función y actividad de 
policía y se clasifican en medios materiales e inmateriales” (Gómez, 2013, p.42). 
 
Por su parte, Torres (1999) nos trae otra clasificación, según la cual los medios de policía 
se dividen en jurídicos y materiales, considerando que “los medios jurídicos están 
reservados generalmente al legislador o al órgano ejecutivo del poder público, y los medios 
materiales, al cuerpo armado de la policía. Aquéllos, llamados también actos formales, por 
consiguiente, comprenden: los reglamentos, el permiso, las órdenes, el servicio de policía, 
la vigilancia privada, la captura y el allanamiento. Los medios materiales denominados 
asimismo actos meramente ejecutivos (Mayer), se circunscriben a la fuerza pública y la 
asistencia militar” (Torres, 1999, p. 180). 
 
Por ejemplo, en materia de reglamentos de policía, Ruiz (2012) nos enseña que éstos 
deben subordinarse a unos principios, que son los siguientes: 
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- “La regulación del ejercicio de ciertas actividades ciudadanas no reservadas 
por la Constitución y la ley, corresponde al reglamento de policía mientras el 
legislador no lo haga; 
- El reglamento no debe ser tan minucioso que haga imposible el ejercicio de 
la libertad; 
- El reglamento debe estatuir prohibiciones y sólo por excepción obligaciones; 
El reglamento no debe fundarse en motivos de interés privados sino de 
beneficio público” (Ruiz, 2012, p. 84). 
2.1.3 El objeto del derecho de policía: el orden público 
Torres (1999), antes de hablar de la noción de orden público, comienza por hacer unas 
consideraciones en torno al concepto de orden, para lo cual acude al tratadista García 
Maynez, determinando que orden “es el sometimiento de un conjunto de objetos a una 
regla o sistema de reglas cuya aplicación hace surgir, entre dichos objetos, las relaciones 
que permiten realizar las finalidades del ordinante” (Torres, 1999, p.388). 
 
Ahora bien, en relación con la noción de orden público, Torres (1999) nos pone de presente 
que no solamente el derecho de policía y el penal están interesados en su preservación, y 
que en ese sentido el orden público se entiende como “el estado de normalidad, quietud y 
tranquilidad que necesita una sociedad para vivir en paz. Es un estado externo, objetivo, 
de fácil percepción, en donde las relaciones sociales de los hombres se mantienen sujetas 
al poder normativo con una resultante positiva: el sosiego colectivo” (Torres, 1999, p. 341). 
Por otra parte, Torres (1999) nos trae la concepción del tratadista francés Jean Rivero 
sobre el orden público objeto del derecho de policía, resaltando las siguientes notas 
características: 
 
- Tiene por objeto evitar los desórdenes visibles, es decir, las manifestaciones 
exteriores del desorden; 
- En conexión con lo anterior, la normalidad no es en sí misma objeto de policía, 
sino en tanto que esté relacionada con desórdenes exteriores, bien sea 
directamente o por las reacciones que pueda suscitar; 
- La policía respeta el fuero interno de las personas y el domicilio privado, excepto 
si las actividades que se desarrollen en él desborden o trasciendan el exterior, 
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como sucede en los casos de emisiones sonoras (ruido), o la higiene de los 
inmuebles; 
 
De otro lado, la doctrina del derecho de policía ha sido enfática en señalar, desde Lleras 
(1943) que el orden público se define por las condiciones de seguridad, salubridad, 
tranquilidad y moralidad que favorecen y garantizan el ejercicio de los derechos y libertades 
de los ciudadanos. En ese sentido, consideramos pertinente mencionar el concepto de la 
Corte Constitucional a este respecto, contenido en la sentencia de constitucionalidad C-
024 de 1994, en la cual se expresa lo siguiente: 
 
“La policía, en sus diversos aspectos, busca entonces preservar el orden 
público. Pero el orden público no debe ser entendido como un valor en sí mismo 
sino como el conjunto de condiciones de seguridad, tranquilidad y salubridad 
que permiten la prosperidad general y el goce de los derechos humanos. El 
orden público, en el Estado social de derecho, es entonces un valor 
subordinado al respeto a la dignidad humana, por lo cual el fin último de la 
policía, en sus diversas formas y aspectos, es la protección de los derechos 
humanos. Estos constituyen entonces el fundamento y el límite del poder de 
policía. La preservación del orden público lograda mediante la supresión de las 
libertades públicas no es entonces compatible con el ideal democrático, puesto 
que el sentido que subyace a las autoridades de policía no es el de mantener 
el orden a toda costa sino el de determinar cómo permitir el más amplio ejercicio 
de las libertades ciudadanas sin que ello afecte el orden público” (Corte 
Constitucional, sentencia C-024 de 1994, p. 30). 
 
Dicha preservación del orden público se logra a través de la reglamentación, regulación, 
restricción y/o limitación de los derechos y libertades, atribución que en principio se 
encuentra confiada constitucionalmente al Congreso de la República. Sobre este punto, 
resulta adecuado recordar lo señalado por la Corte Constitucional en sentencia C-110 del 
9 de febrero de 2000, en la que, con ponencia del Magistrado Antonio Barrera Carbonell, 
se consideró lo siguiente: 
 
“En lo que atañe con la distribución general de competencias en materia de 
poder, función y actividad de policía entre las diferentes autoridades, se 
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considera que, en principio, sólo el Congreso de la República puede establecer 
límites o restricciones a las libertades y derechos ciudadanos dentro del marco 
de los principios y valores consagrados por la Constitución. Sin embargo, se 
advierte en la sentencia C/024-94 que ‘La Constitución no establece una 
reserva legislativa frente a todos los derechos constitucionales ni frente a todos 
los aspectos relacionados con la regulación de los derechos. Esto significa que 
existen ámbitos de los derechos constitucionales en los cuales algunas 
autoridades pueden ejercer un poder de policía subsidiario’. Pero se precisa, 
que en atención a que dicho poder implica la restricción de los derechos y 
libertades de las personas, el ejercicio del poder subsidiario de policía, v.gr. 
asambleas, concejos municipales, Presidente de la República, la cual en 
principio es potestad del Congreso, requiere de una habilitación constitucional 
expresa” (Corte Constitucional, sentencia C-110 de 2000). 
2.1.4 La prevención del delito 
Por otro lado, para la doctrina existe claridad en cuanto a otra de las funciones propias de 
las autoridades de policía a través del derecho policivo, y es la prevención del delito, a 
través de la prestación del servicio público de policía. Expone Olivar (2011) que 
 
“Las normas y los servicios de policía son medios para prevenir la infracción penal, 
artículo 5° del código vigente. Para prestar con eficacia estos servicios, la Policía 
Nacional necesita más medios económicos; porque las normas jurídicas existen, 
especialmente para su organización, como son la Ley 62 de 1993, el Decreto 2203 
del mismo año, el Decreto 1791 de 2000 y demás estatutos dictados con 
posterioridad. 
 
El General abogado Fabio Arturo Londoño enseña: “lo primario en la policía es la vigilancia; 
que es la actividad práctica, la forma como el cuerpo de Policía Nacional ejecuta el 
derecho; es la condición propia de la acción policial en ese ambiente natural que es la 
calle, que son los lugares públicos o abiertos al público y que, en consideración a nuestros 
sabios autores del Derecho de Policía, fueron la causa de la creación de ese derecho, 
porque a ese ámbito ningún otro derecho lo había tratado” (Olivar, 2011, p.33). 
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2.1.5 Las medidas correctivas 
Revisando el contenido del Decreto Ley 1355 de 1970, encontramos que en él, si bien es 
cierto se hace referencia a las medidas correctivas y a su regulación, haciendo una 
enunciación exhaustiva de las mismas, en qué consiste cada una de ellas y qué 
comportamientos dan lugar a su imposición, también es verdad que no hace una definición 
estricta de su concepto general. 
 
En principio, parecería evidente y hasta obvio que las medidas correctivas, en tanto que 
previstas en el ordenamiento jurídico como consecuencias aplicables a las distintas 
contravenciones, tienen un carácter sancionatorio. No obstante lo anterior, se observa que 
dicho criterio no resulta pacífico, y menos cuando se advierte que el nuevo Código Nacional 
de Policía y Convivencia (Ley 1801 de 2016) señala en su artículo 172 que las medidas 
correctivas tienen por objeto disuadir, prevenir, superar, resarcir, procurar, educar, 
proteger y restablecer la convivencia. Dicha norma, expresamente en su parágrafo 
primero, dispone que las medidas correctivas no tienen carácter sancionatorio. 
 
En esa medida, hemos creído conveniente acudir a la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional de Colombia, con el fin de rastrear, a través de algunos de sus fallos, qué 
carácter se les ha atribuido a las medidas correctivas contenidas en las normas de policía. 
Por ejemplo, en la sentencia de constitucionalidad C-459 del primero de junio de 2011, la 
Corte Constitucional declaró la exequibilidad de la medida correctiva de “decomiso” 
prevista en el numeral 10 del artículo 186 del Decreto Ley 1355 de 1970, así como los 
artículos 194 y 213 ibídem. Luego de efectuar un análisis de la línea jurisprudencial de la 
misma Corte, la sentencia concluye que el decomiso como medida correctiva de carácter 
administrativo resulta ajustado a la Constitución, en tanto que (i) no se confunda con la 
extinción de dominio a que se refiere el artículo 34 constitucional, y agregando que (ii) es 
al Legislador al que corresponde determinar los casos en los que una autoridad 
administrativa puede imponer como sanción el decomiso de un bien; y (iii) que “el decomiso 
administrativo no tiene por objeto sancionar la forma de adquisición del bien, como sucede 
con la figura de la extinción de dominio, sino la inobservancia de la norma que proscribe 
determinadas conductas o que impone algunas exigencias a los administrados, es decir, 
la inobservancia de una obligación legal” (Corte Constitucional, C-459 de 2011). 
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Por otra parte, en sentencia C-179 del 14 de marzo de 2007, la corte resolvió la demanda 
de inconstitucionalidad intentada contra los artículos 222 y 223 del Decreto Ley 1355 de 
1970, normas que se referían al tema de las facultades de las autoridades de policía para 
hacer cesar en cualquier tiempo una medida correctiva cuando se estimara que ello no 
perjudica el orden público, y que para la imposición de tales medidas debían tenerse en 
cuenta las mayores o menores implicaciones con el orden público, así como la 
personalidad del transgresor simplemente apreciada y su grado de educación. Allí, la Corte 
Constitucional declaró inexequible la expresión “la personalidad del transgresor 
simplemente apreciada”, tras considerarla vaga e indeterminada y no ajustada a los 
principios de legalidad y tipicidad, señalando que es deber del legislador el definir tanto la 
conducta como la correspondiente sanción en una forma clara, precisa e inequívoca (Corte 
Constitucional, C-179/07). 
 
Además de lo anterior, en dicho fallo la Corte hizo la siguiente aclaración: “Si bien el juicio 
de constitucionalidad no recae en este caso sobre normas de naturaleza penal sino 
correccional, y no obstante que la Corte ha reiterado que el principio de legalidad ha de 
aplicarse en forma mucho más estricta en el campo del derecho penal que en el 
disciplinario y en el correccional, ha precisado igualmente esta Corporación que, en el 
campo del derecho disciplinario y del derecho correccional, son aplicables, mutatis 
mutandi, las garantías constitucionales propias del derecho penal” (Corte Constitucional, 
C-179/07). 
 
En el mismo sentido, en sentencia de constitucionalidad C-1444 de 2000, con ponencia 
del Magistrado Alfredo Beltrán Sierra, se analizó la medida correctiva contenida en el 
Decreto Ley 1355 de 1970 consistente en presentación periódica ante el comando de la 
Estación de Policía, medida que fue declarada inexequible por considerarse de carácter 
sancionatorio y no preventivo. 
 
Sobre ese punto en particular, considero pertinente transcribir el siguiente apartado del 
razonamiento efectuado por la Corte Constitucional al respecto: 
 
“Uno de los puntos en que se apoyan los intervinientes para señalar que el 
precepto es exequible, radica en que la medida a imponer tiene carácter 
preventivo y no es una sanción o pena, por lo que es perfectamente 
Capítulo 2. Teoría del derecho de policía y derecho administrativo general 41 
 
constitucional el precepto. La Sala discrepa de esa interpretación por dos 
razones: la primera, y es elemental, el artículo 186 del Código Nacional de 
Policía, al enumerar cuáles son las medidas correctivas, incluye, dentro de las 
mismas, en el numeral 7, la ‘presentación periódica ante el comando de policía’, 
que es la que trata el precepto acusado. La segunda, según algunas de las 
definiciones del Diccionario de la Lengua Española (vigésima primera edición), 
de lo que significan las palabras prevenir (prever, ver, conocer de antemano o 
con anticipación un daño o perjuicio) y corregir (reprensión o censura de un 
delito, falta o defecto), resulta claro que la presentación periódica tiene este 
segundo significado, es decir, el de reprensión. Pues, a pesar de que tal 
presentación periódica no constituya, en sí misma, una obligación 
especialmente difícil de cumplir, no deja de tener el carácter mencionado, 
porque se impone a la persona que realiza una actividad que merece ser objeto 
de castigo” (Corte Constitucional, C-1444 de 2000).  
 
En esta sentencia, y en el marco de tales argumentos, se declaró inexequible una de las 
conductas que daba lugar al merecimiento de tal medida correctiva, esto es, la de 
deambular de ordinario por las calles en actitud de sospechosa inquisición de bienes o 
personas, tras considerarse vaga e imprecisa, atentando con ello el debido proceso, y 
además porque la simple sospecha rompe el principio de la presunción de inocencia. 
 
Ahora bien, en sentencia de constitucionalidad C-117 del 22 de febrero de 2006, el Alto 
Tribunal resolvió la demanda de inexequibilidad formulada, entre otras normas, contra el 
artículo 229 del Decreto Ley 1355 de 1970, en tanto que éste señalaba que contra las 
medidas correctivas impuestas por los comandantes de las Estaciones de Policía, no había 
ningún recurso. 
 
En la decisión, la Corte consideró que en tratándose del derecho de impugnación en el 
caso bajo estudio, se trata de un elemento esencial del debido proceso sancionatorio. En 
ese sentido, y luego de hacer un recuento de otras sentencias de constitucionalidad 
relacionadas con el tema de las medidas correctivas en las normas de policía, la Corte 
Constitucional concluye que “la secuencia jurisprudencial tiene como propósito destacar 
que no obstante el criterio reiterado de esta Corte en el sentido que las garantías propias 
del debido proceso penal, son aplicables, con matices y cierto nivel de flexibilidad, a otros 
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procedimientos que materializan el ejercicio de poder sancionatorio, en materia policiva 
dichas garantías se han extendido sin restricciones, ni matices, en virtud de las identidades 
que presentan estos dos esquemas sancionatorios. En efecto, los dos tienen como 
destinatarios los miembros de la colectividad en general; ambos tienen un componente 
coercitivo, y en uno y otro se contemplan restricciones a las libertades, como consecuencia 
de una conducta infractora” (Corte Constitucional, sentencia C-117 de 2006). 
 
En consecuencia, la Corte declaró inexequible el artículo demandado, y fijó el criterio de la 
procedencia de la impugnación de tales decisiones, argumentando que “por tratarse de 
decisiones que se adoptan en un contexto de ejercicio de la potestad sancionadora del 
Estado, que tienen la potencialidad de afectar derechos fundamentales de sus 
destinatarios, deben estar sometidas a la garantía de impugnación prevista en la 
Constitución (Art. 29) para las sentencias condenatorias en materia penal” (Corte 
Constitucional, sentencia C-117 de 2006). 
 
Por último, se considera importante resaltar también que, de conformidad con la sentencia 
de constitucionalidad C-593 del 9 de junio de 2005, con ponencia del Magistrado Manuel 
José Cepeda Espinosa, es claro que en materia de medidas correctivas, su creación y 
definición están sometidas a la figura de la reserva de ley, pues a juicio de la sentencia, el 
poder de policía a nivel nacional ha sido reservado al Congreso de la República, por lo que 
una medida correctiva no puede tener origen en un reglamento (Corte Constitucional, 
sentencia C-593 de 2005). 
2.1.6 La convivencia ciudadana 
Sobre la convivencia ciudadana, como objeto del derecho de policía, recurrimos 
nuevamente al concepto de Torres (1999), para quien la convivencia es una especie de 
orden micro dentro de una sociedad, en contraposición al orden macro, que se 
corresponde con el orden público. Sin embargo, también sostiene que entonces la 
diferencia entre los dos conceptos antes mencionados es de grado más no cualitativa. Con 
base en lo anterior, define la convivencia ciudadana y la coexistencia pacífica como 
 
“expresiones equivalentes al orden y podríamos decir que se refiere tanto al 
orden público como a la convivencia ciudadana. Convivir o coexistir en paz es 
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vivir y coexistir en orden. Lo contrario a la convivencia pacífica es el desorden: 
la intranquilidad o inseguridad ciudadana. El derecho de policía como rama 
del derecho objetivo regula la conducta humana y como cualquier rama del 
Derecho, regula tal comportamiento, con un exclusivo fin, el de permitirle 
bienestar general a todos los hombres” (Torres, 1999, p. 343). 
2.2 La potestad punitiva del Estado y el Derecho 
Administrativo Sancionatorio 
Dado que en el marco del derecho contravencional de policía se presenta la discusión 
sobre el carácter sancionatorio de algunas de las medidas que tales normas prevén para 
ser impuestas frente a comportamientos que afectan la convivencia, resulta apropiado 
tener en cuenta algunos aspectos teóricos sobre la potestad punitiva del Estado y el 
derecho administrativo sancionatorio o sancionador, que contribuirán a aclarar un poco 
más el panorama del derecho contravencional. 
2.2.1 Teoría del ius puniendi del Estado y sus manifestaciones. 
La noción de sanción administrativa 
El origen de la teoría del ius puniendi del Estado, según Mejía (2013, p.27), se remonta a 
la doctrina de los derechos públicos subjetivos desarrollada en Alemania desde finales del 
siglo XV y durante el siglo XIX y en general se ha entendido como una atribución de 
derecho sancionador concedida al Estado desde los movimientos revolucionarios 
inspiradores de las constituciones liberales de derecho. 
 
Ossa (2009, p.119) estima que “la potestad sancionadora de la administración se ha 
considerado como una clara manifestación del jus puniendi del Estado, similar a la que 
ostentan los jueces y tribunales de justicia. Es decir, que convergen dos potestades 
sancionadoras, aunque paralelas: la penal y la administrativa”. El autor refiere además que 
en países como Francia y Alemania, los jueces monopolizan la punición de todas las 
conductas en tribunales de policía, corporaciones correccionales  y tribunales de los 
crímenes para la esfera penal; sin embargo, advierte que traer ese esquema al caso de 
Colombia complicaría la tarea jurisdiccional, en razón a la crisis de congestión de los 
despachos judiciales. 
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García y Fernández (2006, p.164) nos enseñan que la dualidad entre sanciones penales y 
administrativas surgió “como consecuencia del mantenimiento en manos del Ejecutivo de 
poderes sancionatorios directos y expeditivos tras la gran revolución del sistema represivo 
que supuso la adopción del Derecho Penal legalizado y judicializado” situación que se dio 
desde los orígenes mismos de la Revolución Francesa. Así, explican los autores que en 
las monarquías centroeuropeas durante todo el siglo XIX hasta entrado el XX, se mantuvo 
un “derecho penal de policía”, justificado y teorizado en la doctrina dogmática por autores 
como Otto Mayer. En ese sentido, afirman entonces que el ius puniendi del Estado en 
efecto puede manifestarse tanto por la vía judicial penal como por la vía administrativa. 
 
Por su parte, Nieto (2012, p.51) reconoce que en el derecho español siempre han 
coexistido paralelamente las potestades sancionatorias penal y administrativa; no obstante 
lo anterior, señala que para un sector de la doctrina Española, encabezado por García de 
Enterría, la potestad sancionatoria judicial representa la potestad originaria, y que de ella 
se deriva la administrativa, además porque la Ley de Enjuiciamiento Criminal no 
contrapone Jurisdicción a Administración respecto de posibles facultades de represión 
punitiva, sino Jurisdicción Ordinaria a Jurisdicciones Especiales; y que es en función de 
hacer viables los principios de autoridad y ejecutividad, que la ley penal admite 
compatibilidades con fuentes administrativas de sanción. 
 
A su turno, en el contexto colombiano, Foerster (1991) expone que “la naturaleza jurídica 
de los actos administrativos de policía de carácter sancionatorio depende de la concepción 
que se tenga del Derecho Penal Administrativo. Así los seguidores de la teoría autonomista 
del Derecho Penal Administrativo consideran que la naturaleza de la sanción administrativa 
es esencialmente administrativa. Por el contrario, los seguidores de la teoría no 
autonomista del Derecho Penal Administrativo sostienen la naturaleza fundamentalmente 
penal de la sanción administrativa” (Foerster, 1991, p. 125). 
2.2.2 Naturaleza jurídica del derecho administrativo sancionador 
Sobre este tema, Mejía (2013) identifica dos corrientes desde las cuales se ha analizado y 
teorizado el tema del derecho administrativo sancionador, corrientes que se enuncian a 
continuación: 
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 Identidad entre el ilícito penal y la infracción administrativa 
Expone Mejía (2013, p.113 y ss.) que son de este criterio autores como García de Enterría, 
defendiendo la idea de que todas las potestades sancionatorias, incluyendo las 
administrativas, comportan facultades de orden penal, razón por la cual las sanciones 
administrativas deberían tener una calidad jurisdiccional y por ende ser de conocimiento 
de los jueces. Ello traería como consecuencia que en las potestades sancionatorias 
administrativas se tengan en cuenta los principios orientadores del derecho penal. 
 
Por otra parte, Mejía pone de presente que García de Enterría hace una diferenciación con 
las penas teniendo en cuenta su naturaleza y los ámbitos de aplicación, para especificar 
que por un lado tenemos las sanciones administrativas de autoprotección, a través de las 
cuales la Administración hace una defensa de su propia organización, y que en el plano 
ejecutivo tienen una manifestación en las relaciones de sujeción especial en que se 
encuentran determinadas personas con la Administración; mientras que, por otro lado, 
existen las sanciones protectoras del orden general, y que se dirigen a tutelar el orden 
social general o el orden público, situación que denomina como de “heterotutela” y que 
define como un verdadero abuso de la autotutela, pues implica la aplicación de técnicas 
autoritarias y privilegiadas fuera de su ámbito propio. 
 
 Autonomía del derecho administrativo sancionador 
Señala Mejía (2013) que se trata de la teoría administrativista del derecho administrativo 
sancionatorio, según la cual las garantías orientadoras del ejercicio sancionador provienen 
directamente de la Constitución, y que dadas ciertas circunstancias podrían entrar en 
contradicción con los principios del derecho penal. Se trata de la posición propia del 
realismo de la potestad sancionatoria de la administración (frente al garantismo), para la 
cual el derecho penal y el derecho administrativo sancionatorio son dos ramas distintas e 
independientes de una misma raíz: el Derecho Público Estatal (Mejía, 2013, p.123). 
 
Ahora bien, en relación con el concepto de sanción administrativa, Rebollo (2013) 
considera que, si bien es cierto dentro de la teoría general del derecho existe una noción 
general de sanción, entendida ésta como toda respuesta o consecuencia jurídica prevista 
en un ordenamiento jurídico para garantizar la vigencia del derecho, también es verdad 
que resulta necesario configurar un concepto más estricto de dicho criterio frente a la 
existencia de actos administrativos cuyo origen, según se ha venido entendido por la teoría, 
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se remonta al ejercicio del ius puniendi del Estado. Ello, además, con el fin de delimitar el 
radio de acción en el que deben aplicarse y tenerse en cuenta los derechos y garantías 
fundamentales propias del procedimiento administrativo sancionatorio, y precisamente 
para evitar que tales garantías se extiendan a actuaciones y decisiones administrativas a 
las que no les corresponde, por tratarse de actuaciones en las que su finalidad no es 
sancionatoria, sino de protección de intereses generales y de restablecimiento del orden 
jurídico, garantizando su vigencia. 
 
En ese sentido, Rebollo (2013) estima que en la doctrina se han ensayado varios criterios 
para identificar cuándo un acto o una actuación administrativa tienen carácter 
sancionatorio, ello en dos niveles principales: de un lado, partiendo del análisis del 
contenido del sistema jurídico; de otro lado, analizando el respectivo acto administrativo. 
 
En consecuencia, Rebollo (2013) considera que los siguientes son los principales criterios 
que la doctrina ha intentado emplear para definir el carácter sancionatorio, y que son los 
siguientes: 
 
El criterio formal, que parte del análisis de las normas del ordenamiento jurídico, y desde 
el cual se establece cuándo las normas determinan que una situación concreta es o no 
sancionatoria. Para Rebollo, tal señalamiento resulta apenas indicativo (con valor de 
indicio). 
 
En segundo lugar, el criterio material (denominado criterio de la incidencia negativa o el 
conflicto aflictivo), y que se refiere a que la consecuencia jurídica prevista en el 
ordenamiento debe suponer una privación o restricción deliberada de derechos, a título de 
castigo por un comportamiento. 
 
En tercer lugar, el criterio del carácter constitutivo, desde el cual se considera que una 
sanción es aquélla situación jurídica que surge desde su imposición (carácter constitutivo), 
a diferencia del carácter declarativo, en el que la situación jurídica viene ya dada desde las 
normas generales, como un debe u obligación previamente existente a la imposición de la 
medida por parte de la autoridad. 
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En cuarto lugar, el criterio de la antijuridicidad de la conducta y de la infracción propiamente 
dicha, el cual supone que el comportamiento que da lugar a la sanción se considera 
antijurídico dentro del sistema jurídico, y además porque conlleva en sí mismo la comisión 
de una infracción que se estima tipificada en la normatividad, y a la que se le exige el 
criterio de la culpabilidad. 
 
En quinto lugar, el criterio del régimen jurídico, a partir del cual se define el carácter de 
sancionatoria de una medida, a partir de lo señalado en la correspondiente norma jurídica 
que le asigna como procedimiento uno de aquéllos con carácter administrativo 
sancionatorio. 
 
Ahora bien, Rebollo (2013) considera que la sanción administrativa, al igual que la sanción 
penal, es una manifestación del ius puniendi (derecho punitivo) del Estado, razón por la 
cual “podemos definir la sanción administrativa como la pena impuesta por la 
Administración. O, mejor, para permanecer en el plano normativo en el que por ahora nos 
hemos situado, la pena prevista por el ordenamiento para ser impuesta por la 
Administración. Así de simple” (Rebollo, 2013, p.121). No obstante lo anterior, el autor 
aclara que dicha definición no supone prejuzgamiento alguno en lo que tiene que ver con 
la facultad de los legisladores para definir en qué casos asigna la competencia 
sancionadora a los jueces o a la Administración, lo que depende incluso del régimen 
constitucional específico, así como de la naturaleza de los asuntos, y hace hincapié en que 
efectivamente se trata de sanciones administrativas, en el marco de la dinámica propia del 
derecho administrativo y distante del derecho penal. Asimismo, expone que de ninguna 
manera puede llegar a pensarse que en el contexto del derecho sancionatorio la 
Administración ejerza una función que corresponda a los jueces, toda vez que lo 
sancionatorio va de la mano con las funciones y competencias propios de las autoridades 
administrativas, como herramienta que le facilita el cumplimiento de sus deberes 
institucionales y la obtención de sus objetivos, sirviendo con ello siempre a los intereses 
generales. 
 
En el caso del sistema jurídico español, Sanz (1985) comenta que fue la Sentencia 
77/1983, proferida por el Tribunal Constitucional el 3 de octubre de ese año (con ponencia 
del Magistrado Díez Picazo), la que definió el fundamento de la potestad sancionatoria de 
la Administración a partir del artículo 25 de la Constitución Española de 1978. Señala que 
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a pesar de que el Tribunal en principio se inclina por considerar el monopolio jurisdiccional 
de la potestad punitiva del Estado –conclusión de deriva de la división de los poderes 
públicos–, afirma que por razones de tipo práctico, dicho sistema no ha funcionado nunca 
históricamente, por lo que inclusive duda que fuera viable. Así, “la insuficiencia del poder 
judicial para hacer frente a <<ilícitos de gravedad menor>> e incluso razones de eficacia 
sancionatoria justifican la potestad sancionatoria de la Administración” (Sanz, 1985, p.63). 
Así, se perfila entonces una potestad administrativa sancionatoria con carácter auxiliar y 
delegado de la potestad punitiva del Estado, en cabeza del poder judicial. 
 
Para Carretero (1995), el derecho sancionador tiene la finalidad de mantener el orden 
institucional, así como reprimir coactivamente las conductas contrarias a ella, situación que 
precisamente justifica que sea la Administración y no el poder judicial quien ejerza la 
potestad sancionatoria en tales temas, y comoquiera que las sanciones administrativas 
tienen como fondo el servir a la Administración Pública. 
 
 La distinción entre sanciones administrativas y otro tipo de medidas 
Para Rebollo (2010), la necesidad de definir con la mayor precisión y claridad posible un 
concepto de sanción administrativa, para por ende establecer en qué casos la 
Administración ejerce un ius puniendi y una facultad sancionatoria, tiene como referente la 
evidencia en el contexto español sobre la existencia de una serie de medidas que, también 
propias del ámbito administrativo, no suponen la aplicación de una sanción, sino por el 
contrario tienen que ver con actos de gravamen, u órdenes, requerimientos, 
apercibimientos y/o similares cuyo objetivo es el de lograr el restablecimiento de una 
legalidad conculcada, o ya el de impedir la perpetuación de las consecuencias de una 
infracción. 
 
A este respecto, Rebollo (2010) lleva a cabo un interesante análisis de la jurisprudencia 
española, con lo que pone de presente que, en efecto, existen situaciones y criterios que 
han llevado a los jueces a considerar que determinadas medidas no constituyen sanciones, 
sino un restablecimiento de la legalidad, por lo que no debe entenderse que en tales casos 
nos encontremos frente a la aplicación de una potestad sancionatoria de la Administración. 
A efectos de ilustrar lo anterior, transcribimos a continuación un apartado de la obra de 
Rebollo, en donde sobre el tema particular refiere lo siguiente: 
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“En efecto, para los tribunales no siempre que una norma califique una medida 
como sanción lo es realmente ni siempre que le niegue ese carácter habrá que 
aceptar que no se trate de una sanción. Sirve de ejemplo la STS de 22 de abril 
de 1999 (Ar. 4179). Pese a que el artículo 432.1 del Reglamento de Montes 
‘considera sanción no sólo la multa sino la obligación de reponer’ los terrenos 
forestales a la situación anterior a su roturación ilegal ya que el acto 
administrativo impugnado también imponía esta obligación como sanción 
única, la sentencia entiende que no se trata verdaderamente de una sanción 
sino de una obligación de otro tipo que surge ante toda roturación de terrenos 
forestales –aunque fuese lícita y realizada con autorización administrativa– 
según se deduce del ‘sentido general del ordenamiento jurídico’. Por ello, no 
había prescripción ni caducidad” (Rebollo, 2010, p. 59-60). 
 
En ese sentido, Rebollo pone de presente que en el sistema español existe una variedad 
de medidas que no implican la imposición de una sanción administrativa ni el ejercicio de 
una potestad sancionatoria, como es el caso de las demoliciones y el restablecimiento de 
la realidad física ilícitamente alterada, las órdenes de cese de actividades o cierre de 
establecimientos, los apercibimientos, intimaciones y requerimientos para que cese una 
conducta ilegal, y en general los actos que tienen por finalidad evitar la lesión de los 
intereses generales (Rebollo, 2010, p. 67-72). 
2.2.3 Los principios del derecho administrativo sancionatorio 
 El principio de legalidad 
Nieto (2012) hace un balance sobre el desarrollo de este principio en el derecho 
administrativo sancionatorio en España, poniendo de presente que su importancia actual 
radica en el establecimiento de unos límites al poder ejecutivo en materia sancionatoria, 
casi al punto de dejarle dentro de su competencia apenas la función de ejecutor y aplicador 
de esa normatividad. Señala que, si bien es cierto el principio de legalidad en un primer 
momento supone la existencia de una lex previa sancionatoria (como anterior a la 
operatividad del sistema y como garantía para el ciudadano, para que éste pueda “saber 
a qué atenerse”), y luego de una lex certa (es decir, cada vez más precisa en su contenido, 
para evitar los problemas de interpretación legal a los operadores jurídicos de la 
Administración) –criterio que comparte Ossa (2009), quien expone que también ha sido 
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recogido por la Corte Constitucional de Colombia en Sentencia T-072 de 2008–, 
posteriormente se añadió la exigencia de que la normatividad sancionadora tenga rango 
de ley, es decir, que sea el cuerpo legislativo, en el marco de la deliberación democrática 
y representativa de la ciudadanía, el que defina su contenido. Sin embargo, Nieto critica 
dicho estado de cosas, ya que lo que se logra con ello es que el funcionario administrativo 
obre a la manera que lo hace el juez, es decir, aplicando la ley “fuera de ella”, desconectada 
de los intereses y gestiones administrativos, cuando precisamente es al hilo de la tarea 
administrativa donde surge la potestad sancionatoria. 
 
Ossa (2009) considera importante señalar que, en desarrollo de los límites que 
históricamente se han venido impuesto a la Administración, hoy en día nos encontramos 
frente a una etapa de vinculación positiva a la legalidad, con el fin de garantizar que el 
ejecutivo, a diferencia de lo que ocurría anteriormente en algunos países (en los que las 
administraciones hacían todo lo que no estaba prohibido), haga “aquello que la ley le 
permita y/o autorice” (Ossa, 2009, p.192-193). 
 
Mejía (2013) ve como fundamento del principio de legalidad la dimensión democrático-
representativa, a partir de la cual, por una parte, la división de los poderes públicos implica 
de suyo una fijación de límites a la actividad de la Administración, mientras que el principio 
de representación pretende la garantía de los derechos de los ciudadanos frente al poder 
estatal (Mejía, 2013, p.149). 
 
Sobre este punto, Laverde (2016) estima que debe hablarse ahora de un principio de 
estricta legalidad, el cual exige al legislador definir la conducta punible de manera clara, 
precisa e inequívoca, pero sin llegar a los grados fuertes de intensidad propios del derecho 
penal, y teniendo en cuenta que, cuanto mayor sea el grado de afectación de los derechos 
de los particulares, mayor debe ser el grado de precisión de la norma sancionadora 
(Laverde, 2016, p. 79-80). 
 
 La reserva de ley 
Entendido por algunos como un subprincipio del de legalidad (Ossa, 2009) –pues para 
otros por el contrario se identifica completamente con ese principio–, hace referencia a la 
potestad y legitimidad con que cuenta la correspondiente entidad, poder público, institución 
o autoridad con competencia normativa, para expedir disposiciones en materia 
Capítulo 2. Teoría del derecho de policía y derecho administrativo general 51 
 
sancionatoria. Más concretamente, la potestad específica de la entidad legislativa 
(congreso) –y por exclusión de las potestades normativas de los jefes de las demás 
entidades, así como de las corporaciones públicas–, para la expedición de las leyes en un 
contexto democrático y de representatividad política, o bien, para autorizar a otras 
autoridades con competencias normativas para regular o reglamentar algunos temas. 
 
Por ejemplo, Ossa (2009) considera que en efecto en materia sancionatoria debe existir el 
principio de la reserva de ley, ya que “el administrado tiene derecho a saber, 
provisoriamente, las regulaciones positivas que existen sobre una materia específica y no 
estar al vaivén de las medidas impuestas por las autoridades locales que, de manera 
regular, crean y habilitan analógicamente preceptos sobre los más variados temas” (Ossa, 
2009, p.195). 
 
Para el caso específico de España, el Manual de Derecho Administrativo Sancionador 
indica que el principio de reserva de ley, contenido en el artículo 25.1 de la Constitución, 
alcanza a la tipificación de las infracciones y las sanciones, pero que, de conformidad con 
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, no incluye las normas procedimentales, ni las 
normas de ejecución de las decisiones, y que ni siquiera abarca el establecimiento de otras 
cargas o medidas de gravamen sobre los administrados, ni la imposición de medidas de 
policía ni de restablecimiento de la legalidad perturbada (Abogacía General del Estado, 
2013, tomo I, p.111). 
 
Por su parte, Rebollo (2010) estima que en materia de reserva legal, debe contemplarse 
la posibilidad de la colaboración reglamentaria, entendida como la facultad de ciertos 
órganos del Ejecutivo para expedir normas sobre infracciones y sanciones, siempre y 
cuando lo autorice la Ley, y además en algunos casos en que se torna pertinente dicho 
escenario, “por exigencias de prudencia y oportunidad que pueden variar en los distintos 
ámbitos de la ordenación territorial o por razones materiales” (Rebollo, 2010, p.118). 
 
 El principio de tipicidad 
Para García y Fernández (2006), “la tipicidad es, pues, la descripción legal de una 
conducta específica a la que se conectará una sanción administrativa. La especificidad de 
la conducta a tipificar viene de una doble exigencia: del principio general de libertad, sobre 
el que se organiza todo el Estado de Derecho, que impone que las conductas sancionables 
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sean excepción a esa libertad y, por tanto, exactamente delimitadas, sin ninguna 
indeterminación (…) y, en segundo término, a la correlativa exigencia de la seguridad 
jurídica, que no se cumpliría si la descripción de lo sancionable no permitiese un grado de 
certeza suficiente para que los ciudadanos puedan predecir las consecuencias de sus 
actos (lex certa)” (García y Fernández, 2006, p. 177-178). 
 
La tipicidad conlleva una obligación en cabeza del legislador –según comenta Restrepo 
(2017) a partir de la sentencia de constitucionalidad C-030 de 2012 de la Corte 
Constitucional de Colombia– para que “describa la conducta o comportamiento que se 
considera ilegal o ilícito, en la forma más clara y precisa posible, de modo que no quede 
duda alguna sobre el acto, el hecho, la omisión o la prohibición que da lugar a sanción, e 
igualmente debe predeterminar la sanción indicando todos aquellos aspectos relativos a 
ella, esto es, la clase, el término, la cuantía, o el mínimo y el máximo dentro del cual ella 
puede fijarse, la autoridad competente para imponerla y el procedimiento que ha de 
seguirse para su imposición” (Restrepo, 2017, p.45). 
 
 El principio de culpabilidad 
Mejía (2013) nos muestra que el principio de culpabilidad, propio del derecho penal, 
presenta discusiones, al punto que se puede considerar en crisis; no obstante lo anterior, 
conviene en que “el significado que se le ha atribuido es el que proviene de la concepción 
de que existe un límite a la responsabilidad de los sujetos basado en la personalidad de 
las penas y en la exigencia de dolo o culpa”. En ese sentido, estima que el principio de 
culpabilidad se halla ligado al de la presunción de inocencia contenido en el artículo 29 de 
la Constitución Nacional, razón por la cual “también sería entendida como una garantía 
para el ciudadano, orientada a la prohibición del resultado, al exigir solamente una 
responsabilidad subjetiva; es decir, culpabilidad por los hechos lesivos causados con dolo 
o imprudencia”. 
 
Jiménez (2015), luego de hacer un interesante análisis jurisprudencial sobre sentencias de 
la Corte Constitucional y el Consejo de Estado sobre la responsabilidad objetiva y subjetiva 
en el derecho administrativo sancionador en materia financiera, encuentra que las dos 
clases mencionadas de responsabilidad han sido aceptadas según casos particulares, 
aunque concluye que el sistema sancionatorio debe tender más hacia un modelo de 
responsabilidad subjetiva que sea más acorde con el derecho constitucional al debido 
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proceso y con las normas y principios que rigen las actuaciones administrativas 
sancionatorias. En esa medida, el autor concluye que “Así las cosas, la exigencia de que 
no haya fallos sin prueba de la culpa en el derecho sancionador resulta útil –nada más, 
nada menos– que para quitarle injusticia a las decisiones administrativas de sanción” 
(Jiménez, 2015, p. 117). 
 
 El debido proceso administrativo sancionatorio 
En primer lugar, debe señalarse que el ejercicio de la facultad sancionatoria de la 
Administración conlleva la obligación ineludible de aplicar no cualquier procedimiento sino 
concretamente el procedimiento administrativo sancionatorio previsto en el ordenamiento 
jurídico, el cual debe contemplar las garantías mínimas que a nivel constitucional y legal 
se prevén para ello. Sobre este tema, el tratadista español Gosálbez (2013) nos enseña lo 
siguiente: 
 
“Pero es más, la Administración Pública no puede tramitar cualquier 
procedimiento administrativo, sino sólo el procedimiento administrativo 
sancionador, que es el procedimiento establecido legalmente precisamente 
para ejercer la Administración su potestad sancionadora, y no cualquier otro 
previsto en el ordenamiento administrativo para ejercer otras potestades. Y ello 
principalmente porque cuando la Administración ejerce esta potestad pública 
está actuando con el ius puniendi del Estado y, en consecuencia, está 
afectando a ciertos derechos fundamentales del ciudadano, consagrados en el 
artículo 24.2 del texto constitucional, que, como es sabido, deben estar 
garantizados en el proceso penal; y si el ejercicio de la potestad administrativa 
sancionadora afecta a derechos constitucionales, es preciso que estos 
derechos no se lesionen en el seno del procedimiento administrativo 
sancionador, como reiteradamente ha proclamado nuestro Tribunal 
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2.2.4 La jurisprudencia constitucional colombiana 
 El debido proceso administrativo 
En relación con el derecho al debido proceso administrativo, vale la pena resaltar que la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional de Colombia hace una diferenciación entre el 
debido proceso administrativo general y el debido proceso administrativo sancionatorio, 
poniendo con ello de presente que se trata de dos situaciones distintas. 
 
En el presente apartado, veremos entonces lo que para la Corte Constitucional significa el 
debido proceso administrativo. En sentencia de constitucionalidad C-980 del primero de 
diciembre de 2010, con ponencia del Magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, se 
expuso que, de manera general, hacen parte de las garantías del debido proceso, los 
siguientes elementos: 
 
- El derecho a la jurisdicción, que conlleva los derechos al libre e igualitario acceso a 
los jueces y autoridades administrativas, con el fin de obtener decisiones motivadas, 
y con la posibilidad de impugnarlas por vía jerárquica. 
- El derecho al juez natural, es decir, el funcionario con jurisdicción y competencia de 
acuerdo con la ley para resolver o adoptar decisión en determinado asunto. 
- El derecho a la defensa, entendido como la posibilidad de empleo de todos los 
mecanismos posibles para ser escuchado y para que intente obtener una decisión 
favorable, mecanismos que involucran aspectos de tiempo y preparación de la 
defensa, así como la posibilidad de asistencia de un defensor técnico (abogado). 
- El derecho a un proceso público desarrollado dentro de un tiempo razonable, sin 
dilaciones injustificadas o inexplicables. 
- El derecho a la independencia del juez, respecto de las demás ramas del poder 
público. 
- El derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, de quien se 
espera que decida de conformidad con el derecho y los hechos demostrados 
(pruebas), y sin que se vea sometido a influencias o presiones indebidas. 
 
Por otra parte, la Corte Constitucional entiende el debido proceso administrativo como “(i) 
el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado 
en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) 
que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente 
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determinado de manera constitucional y legal”. Ha precisado al respecto, que con dicha 
garantía se busca “(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la 
validez de sus propias actuaciones, y (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a 
la defensa de los administrados” (Corte Constitucional, sentencia C-980 de 2010). 
 
De otro lado, y en lo que tiene que ver con las garantías del debido proceso administrativo, 
la Corte ha señalado que, entre otros, los siguientes son los derechos que aseguran la 
defensa de los administrados: “(i) ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación 
oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones 
injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta 
su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno 
respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la 
presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a 
solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la 
nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso” (Corte Constitucional, 
sentencia C-980 de 2010). 
 
 El debido proceso administrativo sancionatorio 
En lo que tiene que ver con la variante sancionatoria del debido proceso administrativo, la 
Corte Constitucional se ha pronunciado haciendo énfasis sobre la importancia del principio 
de legalidad y el de tipicidad, en los siguientes términos: 
 
“En el ámbito del derecho administrativo sancionador el principio de legalidad 
se aplica de modo menos riguroso que en materia penal, por las 
particularidades propias de la normatividad sancionadora, por las 
consecuencias que se desprenden de su aplicación, de los fines que persiguen 
y de los efectos que producen sobre las personas. Desde esta perspectiva, el 
derecho administrativo sancionador suele contener normas con un grado más 
amplio de generalidad, lo que en sí mismo no implica un quebrantamiento del 
principio de legalidad si existe un marco de referencia que permita precisar la 
determinación de la infracción y la sanción en un asunto particular. Así, el 
derecho administrativo sancionador es compatible con la Carta Política si las 
normas que lo integran –así sean generales y denoten cierto grado de 
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imprecisión– no dejan abierto el campo para la arbitrariedad de la 
administración en la imposición de las sanciones o las penas. Bajo esta 
perspectiva, se cumple el principio de legalidad en el ámbito del derecho 
administrativo sancionador cuando se establecen: (i) “los elementos básicos de 
la conducta típica que será sancionada”; (ii) “las remisiones normativas 
precisas cuando haya previsto un tipo en blanco o los criterios por medio de los 
cuales se pueda determinar la claridad de la conducta”; (iii) “la sanción que será 
impuesta o, los criterios para determinarla con claridad”. En la misma dirección, 
ha reiterado la Corte Constitucional que se realiza el principio de tipicidad en el 
campo del derecho administrativo sancionador cuando concurren tres 
elementos: (i) “Que la conducta sancionable esté descrita de manera específica 
y precisa, bien porque la misma esté determinada en el mismo cuerpo 
normativo o sea determinable a partir de la aplicación de otras normas 
jurídicas”; (ii) “Que exista una sanción cuyo contenido material esté definido en 
la ley”; (iii) “Que exista correlación entre la conducta y la sanción”. De todos 
modos, ha destacado la Corte Constitucional que “las conductas o 
comportamientos que constituyen falta administrativa, no tienen por qué ser 
descritos con la misma minuciosidad y detalle que se exige en materia penal, 
permitiendo así una mayor flexibilidad en la adecuación típica” (Corte 
Constitucional, sentencia C-242 de 2010). 
2.3 El derecho administrativo y el cumplimiento de los 
cometidos estatales (la potestad administrativa) 
2.3.1 Las competencias de la Administración y la potestad 
reglamentaria 
Si bien es cierto la Administración –entendida ésta como la Rama Ejecutiva del Poder 
Público– por una parte cumple con toda una serie de funciones, atribuciones y 
competencias asignadas por la Constitución y las leyes, también es verdad que para ello 
cuenta con un mecanismo de orden normativo, conocido en el ámbito del derecho 
administrativo como la “potestad reglamentaria”, inicialmente prevista por el artículo 120 
ordinal tercero de la Constitución de 1886 y recogida en el artículo 189 numeral 11 de la 
Constitución Política de 1991, con el fin de asegurar “la cumplida ejecución de las leyes”. 
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En términos generales, dicha potestad “consiste en la facultad que tienen algunas 
autoridades administrativas para dictar normas de carácter general o “reglamentos” 
(Rodríguez, 2013, p.97), y se ha entendido como “una etapa dentro del proceso de 
ejecución de la ley” (Vidal, 1977, p.304). 
 
Para García y Fernández (2006), “se llama potestad reglamentaria al poder en virtud del 
cual la Administración dicta Reglamentos; es, quizá, su potestad más intensa y grave, 
puesto que implica participar en la formación del ordenamiento. De este modo la 
Administración no es sólo un sujeto de derecho sometido como los demás a un 
ordenamiento que le viene impuesto, sino que tiene la capacidad de formar en una cierta 
medida su propio ordenamiento y aun el de los demás” (García E., & Fernández T., 2006, 
Tomo I, p.182). 
 
Sobre su justificación material, García y Fernández (2006) estiman que “no hay, en efecto, 
posibilidad ninguna de gobernar una sociedad como la actual, cuyas interrelaciones son 
cada vez más complejas y sutiles, sin una Administración que asegure el mantenimiento 
de sus supuestos básicos comunes y que disponga para ello de una extensa gama de 
poderes, uno de los cuales ha de ser, sin duda, según la experiencia universal, (…) la 
potestad reglamentaria” (García E., & Fernández T., 2006, Tomo I, p.185). 
 
Tanto Vidal (1977) como Rodríguez (2013) ponen de presente que a partir del año 1962 
se produjo en la jurisprudencia colombiana, más concretamente en la del Consejo de 
Estado, lo que se ha denominado por la doctrina como “ampliación jurisprudencial de la 
potestad reglamentaria”, cuando se concluye que dicha potestad también puede ejercerse, 
a diferencia del pasado, además en relación con los códigos que forman parte de nuestra 
legislación; asimismo, teniendo en cuenta la extensión de la ley que pretenda ser objeto 
de reglamentación, de conformidad con la idea según la cual la extensión de la potestad 
reglamentaria debe ser inversamente proporcional a la extensión de la ley, bajo el criterio 
de que la necesidad de reglamentación de una ley se justifica en que ésta no haya sido lo 
suficientemente completa y detallada en todos sus aspectos, lo que amerita precisamente 
su reglamentación en aquéllos con carencias, vacíos o deficiencias; y una tercera, 
caracterizada por los límites impuestos por la Constitución al legislador, como sucede por 
ejemplo con la ampliación de la potestad reglamentaria a partir de la reforma constitucional 
ocurrida en el año de 1968 y que tiene que ver con la institución de las denominadas leyes 
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cuadro o “leyes marco”, comoquiera que en las materias a que se refieren tales leyes, a 
que se refieren los literales a) a f) del artículo 150 de la Constitución Política de 1991, el 
legislador no puede dictar sino normas generales, mientras que el Gobierno debe expedir 
las demás normas tendientes a su ejecución. 
2.3.2 El acto administrativo como paradigma del actuar de la Administración 
Es sabido que en las sociedades modernas, y sobre todo en aquéllas herederas de los 
modelos políticos y jurídicos del occidente continental, la actuación de la Administración 
pública en sus distintos órdenes se lleva a cabo a partir de un modelo técnico de toma de 
decisiones, que en el ámbito del derecho público recibe el nombre de “acto administrativo”. 
 
Teniendo en cuenta que la Administración cumple sus cometidos constitucionales y legales 
con el fin de garantizar los derechos y libertades de las personas y los intereses generales 
–entre otras finalidades–, se espera de ella que sus decisiones se ajusten correctamente 
a las normas constitucionales, legales y/o reglamentarias que les sirven de fundamento, a 
través de una metodología que garantice a su vez la observancia de unos principios y 
valores que confieran no sólo validez sino además eficacia y legitimidad de lo decidido. 
Nos encontramos así con la noción de acto administrativo, el cual, en criterio de Penagos, 
consiste en una “decisión unilateral de naturaleza administrativa, de cualquier órgano del 
Estado, o de los particulares autorizados por la ley, con la finalidad de crear, declarar, 
modificar o extinguir una relación jurídica” (Penagos, 2008, Tomo I, p.183). 
 
Para Santofimio (1996), “entendemos por acto administrativo toda manifestación unilateral 
de voluntad por parte de quienes ejercen funciones administrativas, sean órganos públicos 
del Estado o simples particulares, tendiente a la producción de efectos jurídicos. Se 
caracteriza este concepto, por ser, no sólo de naturaleza voluntaria sino también decisoria. 
Es decir, con la capacidad suficiente para alterar el mundo jurídico. Si la manifestación de 
voluntad no decide, no es un acto administrativo” (Santofimio, 1996, p.59). 
 
Penagos (2008) señala que los actos administrativos gozan de unas características, las 
cuales resume en las siguientes: en primer lugar, se trata de decisiones unilaterales; esto 
con el fin de diferenciar los actos administrativos de otras manifestaciones que son simples 
deseos, conceptos u opiniones. En segundo lugar, refiere que en aquéllos se exterioriza 
una voluntad administrativa, es decir, la declaración de un querer jurídico conforme con las 
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competencias correspondientes y los fines que está llamado a cumplir el Estado. En tercer 
lugar, expone que esa manifestación de voluntad debe provenir de cualquier órgano del 
Estado que actúe en función administrativa, o incluso de los particulares a quienes se les 
haya conferido dicha atribución en los casos autorizados por la ley. Por último, y en cuarto 
lugar, plantea que en cualquier caso la finalidad de los actos administrativos es la de crear, 
declarar, modificar o extinguir una relación jurídica, entendiendo que “es el objeto mismo 
del acto, que busca una modificación del orden jurídico externo conforme a la ley” 
(Penagos, 2008, Tomo I, p.186). 
 
Por otra parte, y en términos generales, los principales tratadistas de derecho 
administrativo coinciden en señalar que los actos administrativos se componen de unos 
elementos estructurales o esenciales en términos de existencia y validez, y que son los 
siguientes: 
 
 El sujeto u órgano competente 
Hace referencia a la atribución que una autoridad o entidad del Estado, o un particular 
investido de funciones públicas, ostenta con el fin de proferir actos administrativos válidos. 
Para García (2006), “el acto administrativo sólo puede producirse por una Administración 
Pública en sentido formal y no por ningún órgano público que no esté integrado en una 
Administración como persona (judiciales, legislativos)” (García E., & Fernández T., 2006, 
Tomo I, p.555). 
 
En relación con el criterio antes mencionado, Penagos (2008) se aparta un poco dentro del 
contexto colombiano, pues considera que, de conformidad con la jurisprudencia del 
Consejo de Estado posterior a la Ley 167 de 1941 (sobre organización de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa), “el Acto Administrativo puede tener origen en cualquier 
órgano o Rama del Poder Público, bien sea la legislativa, ejecutiva o jurisdiccional. 
Apartándose así de la teoría clásica que solamente aceptaba el Acto Administrativo, como 
resultado del ejercicio de la función administrativa” (Penagos, 2008, Tomo I, p.364). 
 
Dicha competencia, según García (2006), conlleva además que las personas que la 
ejercen en efecto ostenten la investidura legítima correspondiente, con los nombramientos 
y posesiones del caso, y que se ejerza además de conformidad con las normas pertinentes 
sobre titularidad del órgano y, en tratándose de cuerpos colegiados, en observancia de 
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normas internas tales como convocatorias, orden del dia, quórum de constitución, quórum 
de votación, entre otras (García E., & Fernández T., 2006, Tomo I, p.556). 
 
Sobre las características de la competencia, Penagos (2008) estima que ésta debe ser 
expresa, esto es, prevista en la Constitución y/o la ley; improrrogable, es decir, que no 
solamente conste en la ley sino que no dependa ni de los administrados ni del órgano 
institución u órgano individuo, siendo únicamente los casos de delegación los únicos que 
constituyen excepción a este principio; irrenunciable, lo que supone que el funcionario que 
debe cumplir con sus obligaciones, no la puede declinar; y que corresponde al órgano 
institución y no al órgano individuo, lo que significa que el funcionario que la ejerce no 
puede disponer de ella, “sino que debe limitarse a su ejercicio, en los términos que la norma 
respectiva establezca” (Penagos, 2008. p.366). 
 
De otro lado, Penagos (2008) nos enseña que en relación con la competencia existen unos 
factores que la determinan, y que en su sentir se contraen a éstas: 
 
- La competencia en razón del grado, es decir, la posición jerárquica del órgano dentro 
de la Administración, por lo que debe respetarse la respectiva posición interna a nivel 
organizacional y las responsabilidades asignadas legalmente; 
- La competencia en razón de la materia, que tiene que ver con las funciones que 
legítimamente puede ejercer el órgano, las cuales por regla general se encuentran 
previstas en sus respectivos estatutos orgánicos; 
- La competencia en razón del territorio, esto es, el ámbito espacial y territorial en el que 
la autoridad puede ejercitar sus atribuciones (Nación, departamentos, municipios, 
etc.); y 
- La competencia en razón del tiempo, en los casos en que el órgano administrativo sólo 
puede proferir decisiones en determinado lapso de tiempo, como sucedería en el caso 
del “Presidente de la República que es elegido por cuatro años, pues mal podría 
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 La voluntad administrativa 
Para Santofimio (1996), algunos teóricos del derecho administrativo estiman que el 
aspecto volitivo de los actos administrativos no debe considerarse como uno de sus 
elementos, sino que se trata de un presupuesto obvio y sine qua non de su existencia; no 
obstante lo anterior, el mencionado autor cree que en efecto es uno de sus principalísimos 
elementos, aunque aclarando que por tal voluntad debe entenderse la correspondiente a 
la Administración y no la de quien ejercería la vocería del Estado. En ese sentido, propone 
que la voluntad administrativa es la “voluntad del intérprete, persona natural, al servicio de 
la objetiva voluntad de la administración” (Santofimio, 1996, p. 74). 
 
A lo anterior, Penagos (2008) agrega que dicha voluntad administrativa se encuentra 
determinada por la ley, comoquiera que el funcionario sólo puede hacer lo que disponga 
la Constitución, la ley y/o el reglamento. En otras palabras, y acudiendo al criterio del 
profesor español Raúl Bocanegra Sierra, el autor expone que, en el fondo, en la voluntad 
administrativa no hay realmente una declaración de voluntad, toda vez que su contenido 
crea, modifica o extingue relaciones jurídicas que están previamente determinadas desde 
el punto de vista normativo, y que no se derivan del estado intelectual de quien las anima. 
 
 El objeto o contenido del acto administrativo 
En palabras de Santofimio (1996), el objeto del acto administrativo “consiste en todo 
aquello sobre lo que incide la voluntad y constituye un elemento determinado interiormente, 
en el llamado contenido del acto, pero materializado fuera de él. Se puede entender, 
asimismo, como el mundo jurídico a modificarse o alterarse en la ejecución del acto 
administrativo” (Santofimio, 1996, p. 75). 
 
A lo que añade García y Fernández (2006) que el objeto “puede ser un comportamiento 
del administrado, de otra Administración, de otro órgano, del titular del órgano (dar, hacer, 
padecer, no hacer:) (…) un hecho (que se documenta, que se certifica, que se aprecia, que 
se califica) un bien (fungible –como el dinero: declaración o liquidación de deudas de 
cantidad– o infungible, que se expropia, que se califica –declaración de ruina, de 
monumento artístico, de finca mejorable, calificaciones urbanísticas–, que se transfiere o 
subroga –reparcelación, concentración parcelaria–, que se registra, cuyos precios se 
tasan, etc.); una situación jurídica (interpretarla, calificarla, revisarla); su propia 
organización; o bien mixturas de esos objetos típicos, en cuanto sean propuestos por el 
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ordenamiento como término final de la actividad jurídica de la Administración” (García E., 
& Fernández T., 2006, Tomo I, p.564). 
 
A su turno, Penagos (2008) afirma que el contenido de los actos administrativos es esencial 
para su validez, lo que conlleva a que puedan adolecer de vicios, como sucedería en el 
caso de los actos con objetivos ilícitos (orden de cometer un delito, por ejemplo), o cuando 
su contenido no se ajusta al ordenamiento jurídico. 
 
 Las formalidades del acto administrativo (procedimiento) 
Para los autores de derecho administrativo, y de conformidad con la mayoría de sistemas 
jurídicos modernos, resulta claro que la producción de los actos administrativos debe darse 
en el marco de un procedimiento establecido por la ley, el cual no sólo supone que deba 
contener una serie de pasos y etapas que deben surtirse para su expedición, sino que 
además, y de conformidad con su razón misma de ser, deba servir de garantía para el 
Estado, la sociedad y los particulares, en cuanto a que tales decisiones se profieran en 
cumplimiento de la Constitución y la ley y con plena observancia de los principios, valores 
y derechos constitucionales pertinentes, y además porque los actos administrativos no se 
quedan sólo en su expedición, sino que una vez en firme deben ser ejecutados, sea por 
los particulares, por la misma Administración o, en algunos casos, a instancias de la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, por lo que la expedición de tales decisiones 
debe procurar, ante todo, el conocimiento de los particulares y su participación activa en 
los procedimientos, todo con el fin de que los actos administrativos les puedan ser 
“oponibles”, es decir, puedan ser ejecutados por la Administración aún en contra de su 
voluntad. 
 
En ese sentido, García y Fernández (2006) resaltan que “el acto administrativo no puede 
ser producido de cualquier manera, a voluntad del titular del órgano a quien compete tal 
producción, sino que ha de seguir para llegar al mismo un procedimiento determinado” 
(García E., & Fernández T., 2006, Tomo I, p.565). 
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2.3.3 La ejecución de las decisiones administrativas 
En el marco de la teoría sobre los efectos, o también denominada “eficacia” de los actos 
administrativos, nos encontramos con un aspecto de particular importancia, y que tiene 
que ver con la aplicación práctica, o mejor, la ejecución de los actos administrativos, es 
decir, de las decisiones adoptadas por las autoridades administrativas correspondientes. 
 
En ese sentido, autores como Vidal (1977) ponen de presente que en el marco de los actos 
administrativos, las entidades cuentan con dos principales prerrogativas, a saber: 
 
- Una, relacionada con la posibilidad de imposición unilateral de obligaciones, éstas 
obviamente concordantes con el ordenamiento jurídico constitucional y legal (es decir, 
no adoptadas de manera caprichosa), lo que se conoce en la teoría como el privilegio 
de la decisión previa, es decir, la posibilidad de que la Administración adopte 
decisiones conforme al sistema legal y las imponga a sus destinatarios sin que sea 
necesario acudir a instancia judicial alguna defina lo que es el derecho, pues es la 
misma Administración quien lo hace; en palabras de Rodríguez (2013), “lo anterior se 
traduce en que, gracias a este privilegio, la administración obliga al gobernado a tomar 
en el posible proceso la posición desfavorable de demandante” (Rodríguez, 2013, p. 
415); y 
- El privilegio de la ejecución oficiosa, por el cual, y como en la hipótesis anterior, la 
Administración no tendría razón para acudir a la rama jurisdiccional con el fin de lograr 
el cumplimiento de sus decisiones, sino que ella misma puede hacerlos cumplir, salvo 
contadas excepciones. 
 
En ese sentido, Vidal (1977), compartiendo el criterio del tratadista argentino de derecho 
administrativo Agustín Gordillo, pone de presente que los actos administrativos gozan de 
un carácter ejecutivo y ejecutorio, precisando que debe distinguirse “entre el efecto 
‘ejecutivo’ del acto administrativo, esto es, su exigibilidad u obligatoriedad, lo cual significa 
que debe cumplirse, y el ‘ejecutorio’ cuando la administración tenga otorgados por el orden 
jurídico, expresamente o en forma razonablemente implícita, los medios para hacerlo 
cumplir ella misma por la coerción, y que no lo es cuando debe recurrir a la justicia para 
lograr su cumplimiento” (Vidal, 1977, p. 355). 
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Santofimio (1996) al analizar el aspecto de la validez frente a la eficacia de los actos 
administrativos, concluye que “la eficacia, no es más que una consecuencia del acto 
administrativo válido que lo hace apto y capaz de producir los efectos para los cuales se 
le dio vía jurídica. Como se advierte, la eficacia, a diferencia de la validez, se proyecta al 
exterior del acto en búsqueda de sus objetivos y logro de sus finalidades, de ahí que 
instituciones tales como l operación administrativa y la ejecución del acto sean fenómenos 
propios de esta instancia externa del acto administrativo” (Santofimio, 1996, p. 235). 
 
Penagos (2008) enseña, acudiendo al criterio de la profesora española Mercedes Lafuente 
Benaches, que el fundamento de la potestad que ostenta la Administración para ejecutar 
por ella misma sus decisiones aún en contra de la voluntad de los administrados es la 
presunción de legalidad de los actos administrativos, por la cual se considera que éstos se 
integran con el ordenamiento legal. Asimismo, Penagos refiere que existen 
fundamentalmente dos situaciones en las que resulta posible la ejecución forzosa de los 
actos por la Administración: “cuando la ley la autoriza expresamente y cuando hay urgencia 
en la conservación del interés público” y aclarando que, en caso contrario, la ejecución 
forzosa sólo es lícita cuando se cumplen las siguientes condiciones: “inexistencia de 
ninguna otra sanción legal, particularmente la sanción penal; que el Acto Administrativo a 
ejecutar sea adoptado en ejecución de un texto legislativo preciso; que exista una 
resistencia al cumplimiento del acto; que las medidas de ejecución forzosa, tiendan 
únicamente, en su fin inmediato, a la realización de la operación prescrita por la Ley” 
(Penagos, 2008, Tomo I, p. 708). 
 
Por otra parte, Penagos (2008) refiere que “la ejecución de la decisión ejecutoria, es una 
manifestación de la competencia de autotutela que tiene la administración por mandato de 
la ley, bien sea que la decisión la cumpla directamente, o bien a través de otro órgano 
(ejecución propia o impropia)” (Penagos, 2008, Tomo I, p. 717), enfoque cuyos orígenes 
se fincan en la doctrina italiana del derecho administrativo y que considera que la autotutela 
conlleva la posibilidad de velar y propender por el cumplimiento de sus propias decisiones, 
en tanto que con ello se cumplen los objetivos y fines del Estado. En ese sentido, y según 
definición dada por el tratadista italiano Giannini, Penagos señala que la autotutela “como 
la potestad atribuida a la autoridad administrativa por la cual ésta tiene la posibilidad de 
realizar unilateralmente y si es necesario coactivamente, las situaciones de ventaja que 
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con los Actos Administrativos nacen a favor de la Administración” (Penagos, 2008, Tomo 
I, p. 719). 
 
En lo que tiene que ver con las clases de ejecución de los actos administrativos, Penagos 
(2008) plantea que son principalmente dos: la ejecución propia o directa y la ejecución 
impropia o indirecta, para poner de presente que la directa es aquella que hace 
precisamente la autoridad que dicta el acto correspondiente, mientras que la impropia o 
indirecta es aquella en la que “la administración debe acudir a otro órgano del Estado que 

































   
 
3. Capítulo 3.- El derecho de policía y la 
potestad sancionatoria del Estado 
Se deben incluir tantos capítulos como se requieran; sin embargo, se recomienda que la 
tesis o trabajo de investigación tenga un mínimo 3 capítulos y máximo de 6 capítulos 
(incluyendo las conclusiones) 
3.1 El derecho de policía es esencialmente no 
sancionatorio 
Como puede verse, a partir de la teoría del derecho de policía expuesta en el presente 
trabajo, resulta claro entonces que la razón de ser de esta sub rama del derecho 
administrativo (la denominamos así dado que corresponde al quehacer propio de las 
autoridades de policía en el contexto de unas funciones que pertenecen a la rama ejecutiva 
del poder público a nivel nacional y local, pero dentro del ámbito del derecho administrativo) 
tiene que ver principalmente con la actuación de todas las autoridades de policía en el 
marco del fin constitucionalmente establecido, y que es el que tiene que ver con la 
preservación, mantenimiento y restablecimiento del orden público. 
 
Recordemos que el orden público es una noción que envuelve toda una serie de 
condiciones, que en la teoría clásica del derecho de policía se circunscriben a un conjunto 
de aspectos que se relacionan con la seguridad, tranquilidad, salubridad y moralidad 
públicas, condiciones que deben ser propicias y favorecedoras a lo que concebimos en 
este trabajo como una especie de “plataforma” sobre la que se sustenta el ejercicio de los 
derechos y libertades de los asociados. 
 
La construcción de dicha plataforma que hemos llamado orden público, se logra a través 
de la regulación, limitación y/o restricción en el ejercicio de algunos derechos y libertades 
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públicos, lo cual se lleva a cabo a través del mecanismo denominado por la teoría como el 
“poder de policía”. 
 
En estricto sentido, poder de policía es la facultad que en materia de orden público ostentan 
algunas autoridades de policía para, a través de la expedición de reglamentos (que a su 
vez son medios de policía), regular y limitar el ejercicio de algunos derechos y libertades, 
así como expedir otra clase de normas policivas. A manera de ejemplo prototípico de este 
tema, encontramos el artículo 111 del Decreto Ley 1355 de 1970, el cual disponía que “los 
reglamentos de policía local podrán señalar zonas y fijar horarios para el funcionamiento 
de establecimientos donde se expendan bebidas alcohólicas”, atribución que 
consideramos también fue recogida en la Ley 1801 de 2016 (Código Nacional de Policía y 
Convivencia), en el parágrafo 1 del artículo 86 más exactamente, el cual señala, respecto 
de establecimientos con actividades de alto impacto como aquéllas que implican el 
consumo de licor, casas de lenocinio y similares, que “los alcaldes distritales o municipales 
podrán establecer horarios de funcionamiento para los establecimientos antes 
mencionados, y determinar las medidas correctivas por su incumplimiento, de conformidad 
con lo previsto en el presente código”. 
 
Así las cosas, vemos -entonces- que el poder de policía asignado a ciertas autoridades, 
resulta importante con el fin de dar cumplimiento a las normas de policía, aunque nosotros 
concluimos, desde la teoría del derecho de policía, que el genuino poder de policía es este 
al que nos venimos refiriendo, y no la facultad que tiene el Congreso de la República para 
a través de las leyes regular y reglamentar el ejercicio de los derechos y libertades (aunque 
la Corte Constitucional ha señalado que el Congreso ejerce también poder de policía), ya 
que en realidad la atribución del legislativo se corresponde más con la cláusula general de 
competencia legislativa y, en algunos casos más concretamente, con la figura de la reserva 
de ley para situaciones en las que resulte procedente la restricción de derechos y/o 
libertades públicas, las que solamente el legislador está en la facultad de limitar, de 
conformidad con la Constitución Política y en aplicación del principio democrático. 
 
En ese orden de ideas, resulta claro que el modelo y/o estrategia que desde el punto de 
vista doctrinal e institucional se ha diseñado a efectos de dar cumplimiento a la finalidad 
general de las normas de policía, entre otras muchas que deben observar las autoridades, 
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es principalmente la de los medios de policía, y, en un segundo lugar, el enfoque 
contravencional de infracciones o contravenciones y medidas correctivas de policía. 
 
Para nosotros, esa es la conclusión que se extrae de la teoría sobre el derecho de policía 
y que en su momento fue traducida en el Decreto Ley 1355 de 1970 –el cual hasta el año 
2016 fue el referente general en esta materia, antes de la promulgación de la Ley 1801 de 
2016–, en donde el cumplimiento de las normas de policía, bajo el enfoque de la 
salvaguarda del orden público, primeramente debe efectuarse a través de los medios de 
policía. 
 
Según la teoría y la regulación recogida en el decreto ley en mención, los medios de policía 
son los siguientes: los reglamentos, los permisos, las órdenes de policía, el empleo de la 
fuerza, el servicio de policía, la vigilancia privada, la captura, el allanamiento y la asistencia 
militar. 
 
Se observa que, en efecto, los medios de policía son mecanismos a través de los cuales 
las autoridades correspondientes logran el cumplimiento y observancia de las normas de 
policía, pero sin que en ellos se haga referencia a elementos de carácter sancionatorio, los 
cuales sí se aprecian en los apartados correspondientes a las medidas correctivas, y que 
en la actualidad, luego de la expedición del Código de Policía de Bogotá (Acuerdo Distrital 
No. 079 del 20 de enero de 2003) y la Ley 1801 de 2016 (Código Nacional de Policía), se 
resumen en el actual modelo contravencional de comportamientos contrarios a la 
convivencia. 
 
En relación con este punto, y sin entrar en las particularidades propias de cada uno de los 
medios de policía ya expuestos dentro del presente trabajo, consideramos también que, 
desde el punto de vista de la teoría general del derecho administrativo, la ley policiva, 
entendida ésta como la proferida por el legislativo con el fin de regular los derechos y 
libertades, en el fondo no escapa a la atribución general del ejecutivo de reglamentar las 
leyes a través de la respectiva potestad reglamentaria, con la cual se busca ejecutar y 
hacer aplicable y operante la ley. Aquí vemos, de alguna manera, cómo ese denominado 
“poder de policía subsidiario o residual” en cabeza de las autoridades de policía del nivel 
nacional y/o local, puede llegar a confundirse o entenderse como el mero ejercicio de una 
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potestad reglamentaria, mediante la cual el ejecutivo logra concretar la ley sin 
desconocerla y sin ir más allá de su contenido. 
 
Siguiendo con la teoría general del derecho administrativo, vemos también cómo lo que se 
denomina “función de policía” en la teoría del derecho de policía, viene a ser la atribución 
propia de las autoridades de policía a través de la cual se aplica la ley policiva, mediante 
el desarrollo de unos procedimientos que, en el marco del derecho al debido proceso, traen 
como consecuencia la expedición de un acto administrativo, contentivo finalmente de una 
decisión en la que se ordena el cumplimiento por los particulares de las normas de policía 
correspondientes. 
 
A este respecto, vale la pena resaltar que el Decreto Ley 1355 de 1970 no fue muy claro 
en materia de procedimiento de policía, comoquiera que en los capítulos sobre los medios 
de policía y en los otros sobre medidas correctivas, estableció apenas unos criterios 
generales de aplicación, pero no unos procedimientos exhaustivos, ni mucho menos 
reconocedores de las garantías del debido proceso, tal y como se ha venido entendiendo 
hoy en día desde la doctrina constitucional. 
 
No obstante lo anterior, vemos cómo históricamente el procedimiento que las autoridades 
de policía han aplicado a asuntos de derecho de policía, tales como la verificación del 
cumplimiento de los requisitos de funcionamiento de los establecimientos de comercio, que 
se encontraba contenida en la Ley 232 de 1995, así como el control urbanístico y de obras 
a que se refería la Ley 810 de 2003 y la Ley 388 de 1997 (cuestiones antes reguladas por 
el Decreto Ley 1355 de 1970), referían el procedimiento a la parte primera del Decreto Ley 
01 de 1984 (Código Contencioso Administrativo). 
 
De lo anterior puede deducirse cómo el Decreto 1355 de 1970 era débil en materia 
procedimental, razón por la cual el legislador consideró pertinente que algunos temas como 
los mencionados se tramitaran por la cuerda general del procedimiento administrativo del 
Código Contencioso Administrativo. A diferencia de lo anterior, en la Ley 1801 de 2016 se 
evidencia cómo el legislador pretende establecer ahora sí un procedimiento único de 
policía, que evite la aplicación del procedimiento administrativo general, hoy contenido en 
la parte primera de la Ley 1437 de 2011 (Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo), aunque no sin antes aclarar que las decisiones adoptadas 
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dentro del proceso de policía, son susceptibles de ser controladas por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
Para nosotros, las situaciones antes mencionadas ponen en evidencia que, más allá de 
que el legislador colombiano y por mandato de la Constitución pretenda crear y mantener 
un régimen de derecho llamado “derecho de policía”, lo cierto es que éste sigue 
respondiendo a una lógica puramente de derecho administrativo. 
 
Por otra parte, consideramos también que lo que en la teoría del derecho de policía se ha 
denominado “actividad de policía”, esto es, la propia del cuerpo uniformado de la Policía 
Nacional, y que tiene por objetivo dar cumplimiento subordinado a los dictados del poder y 
la función de policía, nos remite a la esfera del cumplimiento y de la ejecución de los actos 
administrativos en la teoría general del derecho público, ejecución que, como ya lo 
analizamos, es una prerrogativa que ostenta la Administración con el fin de que ella misma 
proceda a hacer cumplir sus dictados de manera oficiosa y sin requerir el consentimiento 
o autorización alguna de los particulares ni de los jueces, y que procede aún contra la 
voluntad de los destinatarios de tales decisiones. 
 
De otro lado, y como ha quedado señalado en el presente trabajo, apoyándonos en el 
criterio de Rebollo (2010 y 2013), resulta evidente que en el contexto del derecho 
administrativo no todas las medidas adoptadas por las autoridades corresponden a la 
imposición de una sanción o al ejercicio de una potestad sancionatoria, sino que se trata 
de medidas de carácter administrativo que tienen por objeto, en términos generales, el 
restablecimiento de las cosas a la legalidad. Sobre este tema, vemos cómo Rebollo, en los 
ejemplos que en el marco del sistema jurídico español y de la jurisprudencia de ese país 
plantea como medidas de carácter no sancionatorio, propone algunas que en el derecho 
colombiano corresponden con algunas de las medidas correctivas a que se refieren los 
estatutos de policía, como es el caso de la demolición de edificaciones, así como el cierre 
de establecimientos de comercio. 
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3.2 La Potestad Sancionatoria de la Administración en el 
Derecho de Policía: carácter excepcional 
No obstante lo anterior, consideramos que resulta claro que, de conformidad con lo 
expuesto por los autores analizados a través del presente trabajo, no cabe duda de la 
existencia de una potestad sancionadora de la Administración, entendida ésta como una 
herramienta de la que gozan las autoridades con el fin de garantizar el cumplimiento de 
sus decisiones y con ello la realización de los fines establecidos en la Constitución y en las 
leyes. 
 
Pero, siguiendo el hilo argumentativo del presente capítulo, consideramos que el modelo 
sancionatorio contravencional propio de las normas de policía en Colombia tienen un 
carácter excepcional y no principal, ya que, como lo dijimos, la garantía del mantenimiento 
y restablecimiento del valor llamado “orden público” se obtiene a través de los 
denominados “medios de policía”, siendo éstos las herramientas fundamentales para 
cumplir dicho objetivo, dada la naturaleza del orden público, el cual en la mayoría de los 
casos exige y requiere el cumplimiento de las normas de policía de forma inmediata, todo 
con el fin de mantener y preservar la legalidad necesaria para el ejercicio de los derechos 
y libertades de los ciudadanos, con lo que el modelo contravencional se constituye en 
mecanismo auxiliar al cumplimiento de tales objetivos. 
 
Para nosotros, las contravenciones en el marco del derecho de policía en efecto suponen 
la puesta en funcionamiento de una estrategia sancionadora por parte del Estado, con la 
que se pretende “corregir” a los ciudadanos para que éstos no vuelvan a cometer actos 
que atenten o amenacen el valor superior del orden público. 
 
Aquí vale la pena precisar que, según lo expuesto, existe una diferencia cualitativa y de 
fondo entre los medios de policía y las contravenciones, ya que es precisamente a través 
de los medios de policía que las autoridades de policía logran el mantenimiento y 
restablecimiento del orden público, mientras que las medidas correctivas concurren a ello 
pero de manera indirecta y mediata, ya que al suponer éstas el ejercicio de la potestad 
sancionatoria de la Administración en materia policiva, conllevan la necesidad de adelantar 
procedimientos administrativos que protejan las garantías mínimas del debido proceso 
administrativo sancionatorio, pero sin que en sí mismas supongan el restablecimiento del 
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orden público, lo cual, como ya se vio, se logra a través del empleo de medidas que no 
ostentan carácter sancionatorio. 
 
Así las cosas, estimamos que el derecho contravencional de policía en efecto resulta 
viable, en la medida en que su contenido se refiera exclusivamente al objeto del derecho 
de policía, esto es, el orden público en sus elementos de seguridad, salubridad, 
tranquilidad y moralidad públicas, con lo que, muy cerca de las doctrinas propias del 
derecho penal, se logra que la ciudadanía en general ajuste su comportamiento a las 
normas policivas, acatando y respetando los fines, principios y valores que se protegen a 
través del derecho de policía. 
 
Lo anterior, supone asimismo que no es adecuado que los gobiernos de turno aprovechen 
la existencia de un derecho de policía y de una institucionalidad de policía para trasladar, 
so pretexto de congestión judicial o de conveniencia operativa, competencias 
contravencionales de los jueces penales a las autoridades de policía (como sucedió con 
las contravenciones a que se refería el ya desaparecido Decreto 522 de 1971, sobre 
contravenciones especiales de policía), pues ello evidentemente atenta contra el principio 
del juez natural en el marco del derecho administrativo, desembocando ello en una 
vulneración de derechos. 
3.3 La convivencia ciudadana: en sí misma, no debe ser 
objeto del derecho de policía, y menos de un derecho 
sancionatorio de policía 
Como consecuencia de todo lo anterior, se concluye entonces que la hipótesis formulada 
en el trabajo resulta válida, en el sentido de que la convivencia ciudadana no puede ser 
objeto de un derecho sancionatorio de policía, por las siguientes razones: 
 
En primer lugar, es claro que la convivencia, como concepto genérico, es uno de los 
principios y finalidades que orientan al Estado y toda la institucionalidad (puesto que se 
menciona en el preámbulo de la Carta Política y en el artículo 2º sobre fines del Estado, 
en donde se hace referencia a ella en términos de convivencia pacífica), de lo que se 
deduce que la totalidad del obrar del Estado y del derecho en general, deben estar 
orientados a la búsqueda y concreción de dicho valor. En ese sentido, tenemos que 
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cualquiera que sea la norma integrante del ordenamiento jurídico, aquélla, de manera 
directa o indirecta, mediata o inmediata, contribuye a la realización de la convivencia entre 
los ciudadanos. 
 
En segundo lugar, consideramos que la necesidad de analizar y regular el tema de la 
convivencia ciudadana ha cobrado importancia a partir del incremento y la presencia de 
nuevos fenómenos de conflictividad que han surgido en sociedades como las nuestras, lo 
que ha desembocado en una crisis del sistema social que el modelo tradicional de la 
justicia impartida por los jueces de la República no es capaz de conjurar, ya que resulta 
insuficiente e inoperante por variadas razones (congestión de los despachos judiciales, 
corrupción, pérdida de legitimidad en las instituciones, entre otras). En ese sentido, vemos 
como a partir de los años noventa del siglo XX las instituciones colombianas y el 
ordenamiento jurídico han promovido modelos y mecanismos alternativos de solución de 
conflictos, tales como la conciliación, la mediación, la amigable composición entre otras, 
que en su concepto esencial procuran que sean los mismos ciudadanos quienes gestionen 
la solución de las problemáticas originadas dentro de las relaciones de convivencia. Sobre 
ese aspecto, no se entiende cómo en el artículo 154 de la Ley 1801 de 2016 (Código 
Nacional de Policía y Convivencia) se consagra dentro de los medios de policía la figura 
de la mediación policial, entendida como el “instrumento que nace de la naturaleza de la 
función policial, cuyas principales cualidades son la comunitariedad y la proximidad, a 
través de la cual la autoridad es el canal para que las personas en conflicto decidan 
voluntariamente resolver sus desacuerdos armónicamente”. 
 
En tercer lugar, observamos que el mantenimiento y restablecimiento del orden público a 
través de las herramientas propias del derecho de policía, en efecto contribuye 
efectivamente al mejoramiento de la convivencia ciudadana, pero por la vía de la 
protección y garantía de los elementos de seguridad, salubridad, moralidad y tranquilidad 
públicas, sin que la teoría del derecho de policía haya proclamado que su finalidad sea la 
de regular directamente la convivencia ciudadana. 
 
Por otra parte, vemos entonces que muchos de los comportamientos que algunos códigos 
locales de policía como el de Bogotá y el nuevo Código Nacional de Policía y convivencia 
(Ley 1801 de 2016) califican como contrarios a la convivencia ciudadana, no hacen una 
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referencia expresa a cuestiones de convivencia, sino que en realidad continúan 
garantizando los elementos del orden público. 
 
No obstante lo anterior, se advierte también que al denominarse al Código Nacional de 
Policía como un código “de convivencia”, el legislador pretende conjurar problemáticas 
sociales que, en principio, nada tienen que ver con el mantenimiento o restablecimiento 
del orden público, sino con situaciones que tradicionalmente corresponde solucionar a 
través de la justicia ordinaria (jueces penales) o a través de reglamentaciones puramente 
administrativas. Es el caso, por ejemplo, de la tenencia de mascotas, con lo que se 
pretende propender por que los animales no sean objeto de maltrato o de estancia en 
condiciones inadecuadas que den lugar a sufrimiento, pero que en nada se relaciona con 
la conservación del orden público. También encontramos el caso del ejercicio ilegal de la 
minería, cuyas actividades comportan la realización de delitos por afectar y causar daños 
al ambiente y a los recursos naturales, pero sin que se entienda cómo la minería ilegal en 
sí misma puede afectar los elementos del orden público. Por otra parte, encontramos la 
regulación contravencional concerniente al comportamiento de los asistentes en 
actividades que involucran aglomeraciones de público complejas, donde se sancionan 
como comportamientos contrarios a la convivencia acciones como el ingreso con boletería 
falsa o sin boletería, situaciones en las que, se insiste, se echa de menos el componente 
de orden público que a través de las normas de policía se pretende proteger. 
 
Así las cosas, concluimos entonces que a través del derecho contravencional de policía, 
resulta viable sancionar comportamientos, no porque sean contrarios a la convivencia 
ciudadana, sino porque atentan o amenazan los elementos del orden público, como 
tradicionalmente ha sido la costumbre de las normas de policía, hasta antes de la aparición 
del Código de Policía de Bogotá del año 2003, a partir del cual se ha intentado dar un 
enfoque de “manual de convivencia” a tales normas, permitiendo con ello que se desdibuje 
la especificidad del derecho de policía y se caiga en una perspectiva sancionatoria general 
por vía policiva, con el fin de sancionar comportamientos que en realidad no se relacionan 
con lo policivo, sin dejar de lado que eventualmente sí puedan ser objeto de sanción a 
través de otro tipo de reglamentaciones administrativas o en el contexto del sistema judicial 
en lo penal. 
 
 








   
 
4. Conclusiones 
La convivencia ciudadana, en el contexto de las sociedades contemporáneas, es un 
fenómeno que, como muchos otros fenómenos sociales, se caracteriza por un constante 
cambio que, si bien es cierto seguramente es influenciado por una multiplicidad de factores, 
también es verdad que su realidad impone a los gobiernos, sistemas políticos y jurídicos, 
el reto de encararlos a través de una estrategia adecuada, cuando de lo que se trata es de 
garantizar que la totalidad de los ciudadanos puedan ejercer sus derechos y libertades, 
evitando al máximo las tensiones de derechos que puedan derivar en conflictos o 
desacuerdos, ya que estos complican el ejercicio de la ciudadanía y el funcionamiento de 
las instituciones, las cuales en muchos casos colapsan ante las demandas de justicia 
(como la administración de justicia por razones de congestión) o terminan perdiendo 
legitimidad frente a la ineficacia de sus actuaciones, como es frecuente hoy en día 
presenciar la crisis de la autoridad de la Policía Nacional, que en algunas de sus 
intervenciones se ha visto burlada y no reconocida por los ciudadanos en algunos 
contextos. 
 
Es precisamente, en lo que a estrategia de abordaje se refiere, que consideramos que el 
legislador actual incurre en una imprecisión al considerar que problemáticas sociales como 
las que se mencionan en la introducción del presente trabajo, pueden ser conjuradas a 
través de un modelo represivo que, a nuestro juicio, bien se identifica con la lógica propia 
del derecho penal, por más que quiera presentarse como una versión evolucionada del 
derecho de policía hacia la protección de la convivencia ciudadana. 
 
Es decir, que mal hace el legislador al desnaturalizar la esencia del derecho de policía (la 
protección del orden público) para establecer un estatuto de comportamientos contrarios a 
la convivencia y medidas correctivas a través de un modelo contravencional que, por sus 
características, sí resulta ser de contenido sancionatorio, como lo es la Ley 1801 de 2016, 
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lo que nos ubica en un plano que dista bastante de unas originarias atribuciones de las 
autoridades de policía que, en aras de proteger la seguridad, la tranquilidad y la salubridad 
públicas, buscan el imperio y el restablecimiento de la legalidad (statu quo) a través de 
mecanismos como los medios de policía que, más allá de tratarse de instrumentos 
represivos o sancionatorios, son verdaderas potestades con las cuales se exige y se 
conmina a la ciudadanía la observancia de la ley, y sin que tales medios puedan 
considerarse desprovistos de todas las garantías constitucionales y legales tendientes a 
evitar las arbitrariedades y los abusos de poder. 
 
Estimamos, por lo tanto, que los retos que imponen las actuales problemáticas sociales no 
sólo deben ser objeto de políticas públicas pertinentes, sino que en efecto además deben 
ser abordadas desde esquemas pedagógicos, legales y seguramente hasta 
contravencionales, pero a través de modelos que, de ser sancionatorios, se identifiquen 
claramente con los postulados del derecho penal o los del derecho administrativo 
sancionatorio y su principios constitucionales, y que se diseñen con estricta observancia 
de las garantías que a nivel constitucional rigen en tratándose del ejercicio de la potestad 
sancionatoria de la Administración.
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